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Encargar a la Coordinación de Gestión Documentaria 
y Atención al Ciudadano, hacer de conocimiento de 
la presente Resolución a las Unidad Territoriales, las 
Unidades de Asesoramiento, Apoyo, y Técnicas del 
Programa Nacional de Alimentación Escolar Qali Warma, 
a través de medios electrónicos.

Artículo 4. Publicación en Diario Ofi cial El Peruano 
Disponer la publicación de la presente Resolución en 

el diario ofi cial El Peruano.

Artículo 5. Publicación en el Portal Institucional 
Disponer la publicación de la presente Resolución y su 

Anexo en el Portal Institucional del Programa Nacional de 
Alimentación Escolar Qali Warma (www.qaliwarma.gob.
pe), el mismo día de la publicación de la presente en el 
diario ofi cial El Peruano.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

SANDRA NORMA CÁRDENAS RODRÍGUEZ
Directora Ejecutiva
Programa Nacional de Alimentación Escolar
Qali Warma

1710718-1

ECONOMIA Y FINANZAS

Aprueban reglamento que establece 
la información financiera que se debe 
suministrar a la SUNAT para que realice el 
intercambio automático de información 
conforme a lo acordado en los tratados 
internacionales y en las Decisiones de la 
Comisión de la Comunidad Andina

DECRETO SUPREMO
N° 256-2018-EF

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, mediante Resolución Legislativa N° 30774 se 
aprobó la Convención sobre Asistencia Administrativa 
Mutua en materia fi scal, cuyo artículo 6 regula que el 
intercambio automático de información consiste en el 
envío sistemático de información acerca de elementos 
de ingreso o capital específi cos de una parte a otra; de 
conformidad con procedimientos que se determinan 
mediante acuerdo mutuo entre dos o más partes;

Que, el Consejo de la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) del 15 de 
julio del 2014 aprobó el Estándar Común de Reporte (ECR) 
de información y debida diligencia para el intercambio 
automático de información sobre cuentas fi nancieras, 
el cual establece el alcance de la información fi nanciera 
mínima que debe ser proporcionada por las instituciones 
fi nancieras y otros obligados, el alcance de los titulares 
de cuentas reportables y de las instituciones fi nancieras 
obligadas a reportar; así como los procedimientos de 
debida diligencia que los referidos sujetos obligados 
deben seguir para tal efecto;

Que, el Código Tributario establece, en la Norma II del 
Título Preliminar, que sus disposiciones también se aplican 
para las actuaciones y procedimientos que la SUNAT 
deba llevar a cabo o que los administrados deban cumplir 
conforme a la normativa sobre asistencia administrativa 
mutua en materia tributaria establecida en los convenios 
internacionales, la cual incluye sus recomendaciones y 
estándares internacionales y en su artículo 50 dispone 
que la SUNAT realiza la asistencia administrativa mutua 
en materia tributaria;

Que, numeral 15.3 del artículo 87 del Código Tributario 
establece que los administrados, incluidas las personas 
jurídicas y entes jurídicos, están obligados a permitir que 

la SUNAT realice las acciones que corresponda a las 
diversas formas de asistencia administrativa mutua para 
lo cual deben, entre otros, presentar las declaraciones 
informativas para que brinde la referida asistencia. Agrega 
que en el caso de las empresas del sistema fi nanciero 
nacional y otras entidades, éstas deben presentar 
periódicamente la información sobre las cuentas y los 
datos de identifi cación de sus titulares referentes a 
nombre, denominación o razón social, nacionalidad, 
residencia, fecha y lugar de nacimiento o constitución y 
domicilio, entre otros datos, conforme lo establezca el 
decreto supremo a que se refi ere el artículo 143-A de la 
Ley N° 26702, Ley General del Sistema Financiero y del 
Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia 
de Banca y Seguros y que dicha obligación también 
comprende la información de la identidad y de la titularidad 
del benefi ciario fi nal conforme a lo que se establezca 
por decreto supremo, dispositivo mediante el cual se 
puede además establecer las normas complementarias 
necesarias para la aplicación de lo antes descrito;

Que, el artículo 102°-D del Código Tributario prevé 
que la SUNAT comunica periódicamente, mediante 
intercambio automático, a la autoridad competente, la 
información y los datos que se acuerden en los convenios 
internacionales; y el inciso b) del artículo 102-B señala 
que la información presentada por las empresas del 
sistema fi nanciero nacional es materia de intercambio con 
la autoridad competente;

Que, el artículo 143-A de la Ley N° 26702, Ley General 
del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica 
de la Superintendencia de Banca y Seguros establece 
que las empresas del sistema fi nanciero suministran a la 
SUNAT, información sobre las operaciones pasivas con 
sus clientes referida a saldos y/o montos acumulados, 
promedios o montos más altos de un determinado 
periodo y los rendimientos generados, incluyendo la 
información que identifi que a los clientes, tratándose del 
cumplimiento de lo acordado en tratados internacionales 
o en decisiones de la Comisión de la Comunidad Andina; 
que las empresas del sistema fi nanciero suministran la 
información directamente a la SUNAT y que por decreto 
supremo refrendado por el Ministro de Economía y 
Finanzas se establece la información que las referidas 
empresas deben proporcionar a la SUNAT;

Que, asimismo, el artículo 143-A citado establece 
que el tratamiento de la información obtenida por 
la SUNAT se sujeta a las siguientes reglas: (1) la 
información es tratada bajo las reglas de confi dencialidad 
y de seguridad informática exigidas por los estándares y 
recomendaciones internacionales referidos al intercambio 
automático de información fi nanciera emitidos por 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE); (2) las empresas del sistema 
fi nanciero ponen a disposición de sus clientes los medios 
que permitan a estos acceder a la información que 
respecto de ellos se hubiera proporcionado a la SUNAT, 
previa verifi cación de la identidad del referido cliente; 
(3) la información obtenida no puede transferirse a otras 
entidades del país, salvo a un Juez, el Fiscal de la Nación 
o una comisión investigadora del Congreso, mediante 
solicitud debidamente justifi cada; (4) la obligación de la 
confi dencialidad de las personas con vínculo laboral o de 
otra naturaleza contractual con la SUNAT no se extingue 
al concluir dicho vínculo; y, (5) el uso no autorizado o ilegal 
de la información constituye falta grave administrativa, sin 
perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiera lugar;

Que, mediante la Segunda Disposición 
Complementaria del Decreto Legislativo N° 1372 se 
establece la obligación de las personas jurídicas y entes 
jurídicos de informar la identifi cación de los benefi ciarios 
fi nales, defi niéndose qué debe entenderse por tal, 
así como se dispone que para efecto del intercambio 
automático de información por decreto supremo se 
fi jarán los procedimientos de debida diligencia teniendo 
en cuenta para ello las recomendaciones y estándares 
internacionales existentes;

Que, teniendo en cuenta lo anteriormente señalado, 
es necesario establecer la información que se debe 
suministrar a la SUNAT para que realice el intercambio 
automático de información, conforme a los tratados 
internacionales y a las Decisiones de la Comisión de la 
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Comunidad Andina, así como regular los procedimientos 
de debida diligencia que se deben aplicar para identifi car 
las cuentas y personas que serán declaradas a la SUNAT;

En uso de las facultades conferidas por el numeral 8 del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú, el artículo 
6 de la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua 
en materia fi scal, el artículo 143-A de la Ley N° 26702, 
Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de 
Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y 
Seguros, la segunda disposición complementaria fi nal del 
Decreto Legislativo N° 1372 que establece la obligación 
de las personas jurídicas y entes jurídicos de informar a la 
SUNAT la identifi cación del benefi ciario fi nal y el numeral 
15.3 del artículo 87 del Código Tributario aprobado por el 
Decreto Legislativo N° 816, cuyo Texto Único Ordenado 
ha sido aprobado por el Decreto Supremo N° 133-2013-
EF;

DECRETA: 

Artículo 1. Aprobación del Reglamento
Apruébase el reglamento que establece la información 

fi nanciera que se debe suministrar a la SUNAT para 
que realice el intercambio automático de información, 
conforme a lo acordado en los tratados internacionales 
y en las Decisiones de la Comisión de la Comunidad 
Andina; el cual consta de tres (3) Capítulos, ocho (8) 
Artículos y los Anexos I y II cuyos textos forman parte del 
Decreto Supremo.

Artículo 2. Publicación
El Decreto Supremo y el Reglamento aprobado por el 

artículo 1, es publicado en el Diario Ofi cial El Peruano, en 
el Portal del Estado Peruano (www.peru.gob.pe) y en el 
Portal Institucional del Ministerio de Economía y Finanzas 
(www.mef.gob.pe).

Artículo 3. Refrendo
El Decreto Supremo es refrendado por el Ministro de 

Economía y Finanzas.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única. Información a declarar del año 2018
La información a declarar relativa al año 2018 es 

la que se describe en el párrafo 5.1 del artículo 5 del 
Reglamento aprobado por el artículo 1 de la presente 
norma, que corresponde a las cuentas preexistentes de 
alto valor de las personas naturales y cuya presentación 
debe realizarse ante la SUNAT a partir del 2 de enero del 
2020 hasta el 29 de mayo del 2020.

La información de las cuentas preexistentes de bajo 
valor de las personas naturales correspondientes al año 
2018 deben ser declaradas a la SUNAT a partir del 4 de 
enero del 2021 hasta el 31 de mayo de 2021.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los nueve 
días del mes de noviembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CARLOS OLIVA NEYRA
Ministro de Economía y Finanzas

REGLAMENTO QUE ESTABLECE LA INFORMACIÓN 
FINANCIERA QUE SE DEBE SUMINISTRAR A LA 
SUNAT PARA QUE REALICE EL INTERCAMBIO 

AUTOMÁTICO DE INFORMACIÓN CONFORME A LO 
ACORDADO EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES 

Y EN LAS DECISIONES DE LA COMISIÓN DE LA 
COMUNIDAD ANDINA

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto
El presente dispositivo tiene por objeto reglamentar 

lo previsto en el artículo 143-A de la Ley N° 26702, Ley 
General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros 
y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros, 

así como lo previsto en el numeral 15.3 del artículo 87 
del Código Tributario, sobre la información fi nanciera 
que se debe suministrar a la SUNAT, para que realice 
el intercambio automático de información, conforme 
a lo acordado en los tratados internacionales y en las 
decisiones de la Comisión de la Comunidad Andina.

Artículo 2. Finalidad
El presente Reglamento tiene por fi nalidad establecer:

a) La información que las instituciones fi nancieras 
sujetas a reportar deben suministrar a la SUNAT para 
que realice el intercambio de información con otras 
autoridades competentes, conforme con lo acordado en 
los tratados internacionales y en las decisiones de la 
Comisión de la Comunidad Andina.

b) Los procedimientos de debida diligencia que dichas 
instituciones deben aplicar para obtener e identifi car la 
información fi nanciera que deban declarar a la SUNAT.

Artículo 3. Defi niciones
3.1 Los términos que se señalan en el presente 

Reglamento tienen el signifi cado que se indica en 
el glosario contenido en el anexo I, que forma parte 
integrante del presente dispositivo; complementados 
e interpretados conforme a lo previsto en el Estándar 
Común de Reporte de información y debida diligencia 
aprobado por el Consejo de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos – OCDE del 15 
de julio del 2014 (ECR) y los Acuerdos de Autoridades 
Competentes para el intercambio automático de 
información fi nanciera que suscriba el Perú; así como 
sus respectivos comentarios. Los comentarios del ECR 
y de los Acuerdos de Autoridades Competentes para el 
intercambio automático de información fi nanciera son 
aquellos publicados a la fecha de entrada en vigencia del 
presente Decreto Supremo.

3.2 Cuando se señale un artículo o anexo sin indicar 
la norma legal correspondiente se entenderá referido 
al presente Reglamento y cuando se señalen incisos o 
numerales sin precisar el artículo al que pertenecen se 
entenderá que corresponden al artículo en el que se 
mencionan.

CAPÍTULO II
Información fi nanciera que se debe suministrar a la 
SUNAT para el cumplimiento de lo acordado en los 
Tratados Internacionales y en las Decisiones de la 

Comisión de la Comunidad Andina

Artículo 4. De los obligados a suministrar 
información fi nanciera a la SUNAT

4.1. Los sujetos que, de acuerdo con la defi nición 
indicada en el rubro A del glosario del anexo I, califi quen 
como institución fi nanciera sujeta a reportar presentan 
a la SUNAT una declaración informativa conteniendo la 
información que se establece en el artículo 5.

4.2. Sin perjuicio de otras entidades, se encuentran 
comprendidas en el párrafo anterior aquellas 
supervisadas por la Superintendencia de Banca, Seguros 
y Administradoras Privadas de Fondo de Pensiones y por 
la Superintendencia de Mercados de Valores.

Artículo 5. Información fi nanciera que debe ser 
suministrada a la SUNAT

5.1. Cada institución fi nanciera sujeta a reportar 
debe suministrar a la SUNAT, respecto de cada cuenta 
reportable, la siguiente información:

5.1.1.  Tratándose de personas naturales: nombre, 
domicilio, jurisdicciones de residencia, número de 
Registro Único de Contribuyentes (RUC) de contar con 
él, Número de Identifi cación Tributaria (NIT), fecha y lugar 
de nacimiento de cada persona reportable que sea titular 
de dicha cuenta.

En el caso de que los titulares de dichas cuentas sean 
entidades: la denominación o razón social, domicilio, 
jurisdicciones de residencia, número de RUC de 
corresponder y el NIT.

En el caso de que los titulares de dichas cuentas sean 
entidades y que tras la aplicación de los procedimientos 
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de debida diligencia referidos en el anexo II, se determine 
que tienen una o más personas que ejercen control que 
son personas reportables: la denominación o razón social, 
domicilio, jurisdicciones de residencia, número de RUC de 
corresponder, NIT de la entidad, y el nombre, domicilio, 
jurisdicción(es) de residencia, número RUC, NIT, fecha y 
lugar de nacimiento de cada persona reportable.

5.1.2.  El número de cuenta (o su equivalente funcional 
en caso de no tenerlo).

5.1.3. La denominación o razón social, número de 
RUC, NIT y el número de identifi cación o el número de 
identifi cación de intermediario global, de contar con él 
(GIIN por sus siglas en inglés) de la institución fi nanciera 
sujeta a reportar.

5.1.4.  El saldo y/o montos acumulados, promedios 
o montos más altos y los rendimientos generados de la 
cuenta durante el año calendario correspondiente u otro 
periodo de reporte apropiado. Tratándose de un contrato 
de seguro con valor en efectivo o un contrato de renta 
particular, el valor en efectivo o el valor de rescate vigente 
al fi nal del año considerado o periodo que se informa. En el 
caso de cancelación de la cuenta durante el año o periodo 
que se informa, se comunica la cancelación de la cuenta.

5.1.5. En el caso de una cuenta de custodia:

a) El importe bruto total de intereses, dividendos y 
cualquier otro ingreso derivado de los activos mantenidos 
en la cuenta, que en cada caso sean pagados o 
acreditados en la cuenta (o respecto de la cuenta) durante 
el año calendario u otro periodo de reporte apropiado; y

b) El importe bruto total de los productos de la venta o 
reembolso de activos fi nancieros pagados o acreditados 
en la cuenta durante el año calendario correspondiente u 
otro periodo de reporte apropiado en el que la institución 
fi nanciera sujeta a reportar actúe como un custodio, 
corredor, agente designado o como otro representante 
para el titular de la cuenta.

5.1.6. En el caso de una cuenta de depósito, el importe 
bruto total de los intereses pagados o acreditados en la 
cuenta durante el año calendario correspondiente u otro 
periodo de reporte apropiado.

5.1.7. En el caso de cuentas no descritas en los 
párrafos 5.1.5. o 5.1.6., el importe bruto total pagado o 
acreditado al titular de la cuenta respecto de dicha cuenta 
durante el año calendario u otro periodo de reporte 
apropiado por el cual la institución fi nanciera sujeta a 
reportar es la obligada o deudora, incluyendo el importe 
total de cualquier pago por reembolso realizado al titular 
de la cuenta durante el referido año u otro periodo de 
reporte apropiado.

5.2. La información fi nanciera se declara a la SUNAT 
en la moneda que se denomine la cuenta reportable.

En el caso de una cuenta denominada en más de una 
moneda, la institución fi nanciera sujeta a reportar optará 
por declarar la información en una de las monedas en las 
que se denomine la cuenta.

5.3. No obstante lo estipulado en el párrafo 5.1.1., se 
exceptúa de la obligación de suministrar la información 
fi nanciera:

a) Del NIT o la fecha de nacimiento, en el caso de una 
cuenta preexistente cuando dichos datos no fi guren en 
los archivos de la institución fi nanciera sujeta a reportar, 
siempre que la legislación peruana no contemple la 
obligación de obtener dicha información. Sin embargo, 
toda institución fi nanciera sujeta a reportar debe llevar a 
cabo esfuerzos razonables a fi n de obtener el NIT y la 
fecha de nacimiento antes de fi nalizar el segundo año 
calendario siguiente a aquel en que se identifi có la cuenta 
preexistente como una cuenta reportable.

b) Del NIT cuando (i) éste no haya sido emitido por 
la jurisdicción reportable pertinente, o cuando (ii) la 
legislación de la jurisdicción reportable no contemple 
la obligación de recabar el NIT expedido por dicha 
jurisdicción reportable.

c) Del lugar de nacimiento, a menos que la institución 
fi nanciera sujeta a reportar esté obligada a obtener 
este dato de acuerdo a la legislación peruana y dicha 
información se encuentre disponible para la búsqueda 
electrónica en sus archivos.

Artículo 6. Instituciones fi nancieras no obligadas a 
presentar la información fi nanciera

Se encuentran excluidas de la obligación de 
presentar la información fi nanciera señalada en el 
artículo precedente aquellos sujetos comprendidos como 
instituciones fi nancieras no sujetas a reportar de acuerdo 
a lo señalado en el rubro B del anexo I.

Artículo 7. Plazo de presentación de la información 
fi nanciera

7.1. La información fi nanciera debe ser presentada 
anualmente, durante el periodo comprendido entre el 2 
de enero al 31 de mayo del año siguiente a aquel al que 
corresponda la información a declarar.

7.2. La SUNAT establece la forma y condiciones 
para la presentación de la declaración informativa que 
contenga la información a reportar así como las fechas 
máximas para dicha presentación en el periodo a que se 
refi ere el párrafo anterior.

CAPÍTULO III
Procedimientos de Debida Diligencia

Artículo 8. Obligación de aplicar los procedimientos 
de debida diligencia

Para efectos de lo establecido en el presente 
Reglamento, las instituciones fi nancieras sujetas a 
reportar deben aplicar los procedimientos de debida 
diligencia establecidos en el anexo II a fi n de identifi car 
las cuentas y personas que serán informadas a la SUNAT 
complementados e interpretados conforme al ECR y en 
sus comentarios.

ANEXO I–GLOSARIO

A) Institución fi nanciera sujeta a reportar

1 Institución fi nanciera sujeta a reportar : A toda 
institución fi nanciera de Perú que no sea una institución 
fi nanciera no sujeta a reportar siempre que sea:

(i) Una institución fi nanciera residente en Perú con 
exclusión de las sucursales de dicha institución fi nanciera 
fuera del país, o

(ii) Una sucursal de una institución fi nanciera no 
residente en Perú si dicha sucursal se encuentra ubicada 
en Perú.

2 Institución fi nanciera de una jurisdicción participante:

(i) A toda institución fi nanciera residente en una 
jurisdicción participante, con exclusión de las sucursales 
de dicha institución ubicadas fuera de la jurisdicción 
participante, y

(ii) A toda sucursal de una institución fi nanciera no 
residente en una jurisdicción participante, cuando dicha 
sucursal esté ubicada en esa jurisdicción participante.

3 Institución fi nanciera : A una institución de custodia, 
una institución de depósito, una entidad de inversión o 
una compañía de seguros específi ca.

4 Institución de custodia : A toda entidad que posee 
activos fi nancieros por cuenta de terceros como parte 
importante de su actividad económica. Para tal efecto, 
se considera que una entidad posee activos fi nancieros 
por cuenta de terceros como parte importante de su 
actividad económica cuando la renta bruta de esa entidad, 
imputable a la tenencia de activos fi nancieros y a servicios 
fi nancieros relacionados, es igual o superior al veinte por 
ciento (20%) de la renta bruta correspondiente al periodo 
más corto entre:

(i) el periodo de tres (3) años concluido al 31 de 
diciembre (o el último día de un ejercicio contable que no 
se corresponda con el año calendario) al año anterior en 
que se efectúa el cálculo, o

(ii) el periodo de existencia de la entidad.
Sin perjuicio de otra entidad, se encuentran 

comprendidas en este numeral aquellas indicadas en el 
literal B del artículo 16 y artículo 17 de la Ley N° 26702, 
Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de 
Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y 
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Seguros así como las Sociedades Agentes de Bolsa, las 
Sociedades Intermediarias de Valores y las Instituciones 
de Compensación y Liquidación de Valores referidas en 
el literal k) del artículo 194, el literal b) del artículo 207 y 
en el artículo 223 del Texto Único Ordenado de la Ley del 
Mercado de Valores aprobado por el Decreto Supremo N° 
093-2002-EF, respectivamente.

5 Institución de depósito : A toda entidad que acepta 
depósitos en el marco habitual de su actividad bancaria, 
fi nanciera o similar.

Se consideran como tales a las previstas en el literal 
A del artículo 16 de la Ley N° 26702, Ley General del 
Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica 
de la Superintendencia de Banca y Seguros.

6 Entidad de inversión : A toda entidad:

a) Cuya actividad económica principal consiste en una 
o varias de las siguientes actividades u operaciones por 
cuenta o en nombre de un cliente:

(i) Transacciones con instrumentos del mercado 
monetario (cheques, letras, certifi cados de depósito o 
instrumentos derivados, entre otros), cambio de divisas, 
instrumentos del mercado cambiario, tasas de interés o 
índices, valores negociables, o negociación de futuros 
sobre mercancías (commodities);

(ii) Gestión individual o colectiva de carteras, u
(iii) Otras operaciones de inversión, administración 

o gestión de activos fi nancieros o dinero en nombre de 
terceros, o

b) Cuyo ingreso bruto procede principalmente de una 
actividad de inversión, reinversión o de negociación de 
activos fi nancieros, si la entidad está gestionada por otra 
entidad que es una institución de depósito, una institución 
de custodia, una compañía de seguros específi ca o una 
entidad de inversión.

Se entenderá que la actividad económica principal de 
una entidad consiste en una o varias actividades de las 
mencionadas en el inciso a) del presente numeral, o que 
el ingreso bruto procede principalmente de una o varias 
de las actividades mencionadas en el inciso b), cuando 
generen un ingreso bruto que represente o supere el 
cincuenta por ciento (50%) del ingreso bruto durante el 
periodo más corto entre:

(i) el periodo de tres (3) años concluido al 31 de 
diciembre (o el último día de un ejercicio contable que no 
se corresponda con el año calendario) al año anterior en 
que se efectúa el cálculo, o

(ii) el periodo de existencia de la entidad.

Para los fi nes de lo establecido en el presente 
Reglamento, se entienden también comprendidas las 
entidades de inversión las Sociedades Agentes de 
Bolsa, las Sociedades Intermediarias de Valores, a los 
patrimonios autónomos, fi deicomisos y cualquier otra 
fi gura de naturaleza similar, recayendo en su gestor la 
obligación de informar.

No se incluye como entidad de inversión a las 
entidades que sean ENFs activas por cumplir cualquiera 
de los criterios descritos en los literales d) al g) del numeral 
9 del rubro D del presente anexo.

Este numeral debe interpretarse de manera coherente 
con la defi nición de institución fi nanciera expresada en 
las recomendaciones del Grupo de Acción Financiera 
Internacional (GAFI).

7 Activo fi nanciero : Comprende a los títulos valores 
(por ejemplo, los incluidos en la Ley N° 27287, Ley de 
Títulos Valores, las acciones o las participaciones en 
sociedades, cotizadas en bolsa, o bien en fondos de 
inversión; los bonos, obligaciones u otros instrumentos 
de deuda); rendimientos derivados de participaciones, 
productos básicos, contratos de intercambio (por ejemplo, 
permutas fi nancieras de tipos de interés, de tipos de 
cambio, de tipos de referencia, de tipos de interés 
máximos y mínimos, de productos básicos, contratos de 
intercambio de interés por renta variable; contratos sobre 

futuros basados en índices bursátiles y otros acuerdos 
similares), contratos de seguro, contratos de seguro con 
valor efectivo o contratos de renta particular, o cualquier 
otro rendimiento (incluido un contrato de futuros, un 
contrato a plazo o un contrato de opción) derivado de 
títulos valores, participaciones en el capital, productos 
básicos, permutas. Una participación directa en un bien 
inmueble no vinculada a una operación de endeudamiento 
no constituye un activo fi nanciero.

8 Compañía de seguros específi ca : A toda entidad que 
sea una compañía aseguradora (o la sociedad “holding” 
de una compañía aseguradora) que ofrece un contrato 
de seguro, contrato de seguro con valor en efectivo o un 
contrato de renta particular, o está obligada a efectuar 
pagos en relación con los mismos.

Se encuentra comprendida la entidad a que se refi ere 
el literal D del artículo 16 de la Ley N° 26702, Ley General 
del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y 
Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros y 
que opera en el ramo vida.

B) Institución fi nanciera no sujeta a reportar

1 Institución fi nanciera no sujeta a reportar : Toda 
institución fi nanciera que sea:

a) Un organismo público, una organización 
internacional o un banco central, excepto en relación 
con un pago derivado de una obligación que se origine 
en una actividad fi nanciera como las desarrolladas por 
una compañía de seguros específi ca, una institución de 
custodia o una institución de depósito;

b) Un fondo de jubilación de amplia participación; un 
fondo de jubilación de reducida participación, un fondo de 
pensiones de un organismo público, de una organización 
internacional o de un banco central; o un emisor de 
tarjetas de crédito califi cado;

c) Cualquier otra entidad que presente bajo riesgo 
de ser utilizada para evadir impuestos, que posea 
características fundamentalmente similares a las 
entidades contempladas en los literales a) y b) del 
presente numeral y que la legislación peruana califi que 
y regule como institución fi nanciera no sujeta a reportar, 
siempre que la condición de dicha entidad en cuanto 
institución fi nanciera no sujeta a reportar no contravenga 
o infrinja los objetivos del ECR.

La SUNAT publicará en su portal institucional la lista de 
entidades a que se refi ere el párrafo anterior que presenten 
bajo riesgo de ser utilizada para evadir impuestos, lista que 
será elaborada en coordinación con la SBS.

d) Un vehículo de inversión colectiva exento, o
e) Un fi deicomiso, siempre que el fi duciario del mismo 

sea una institución fi nanciera sujeta a reportar y suministre 
toda la información conforme a lo dispuesto en el artículo 
5 del presente Reglamento respecto a todas las cuentas 
reportables del fi deicomiso.

2 Organismo público : Al Gobierno Nacional del Perú, 
a los gobiernos regionales y gobiernos locales o cualquier 
agencia u organismo cuya titularidad corresponda a una o 
varias de las citadas entidades.

Esta categoría comprende partes integrantes, 
entidades controladas y subdivisiones políticas del Perú.

a) Una parte integrante para el Perú comprende a 
toda persona, organización, agencia, ofi cina, fondo, ente 
institucional u otro organismo, con independencia de su 
denominación, que constituye una autoridad gubernamental 
del Perú. Para ser considerada como tal, la totalidad de 
las rentas de cualquier autoridad gubernamental deben 
depositarse en su propia cuenta o en otras cuentas del Perú, 
sin que puedan asignarse, ni siquiera en parte, en benefi cio 
de un particular. Un funcionario o un administrador que actúe 
a título privado o personal no constituye una parte integrante.

b) Una entidad controlada es toda entidad que no forma 
parte del gobierno peruano o que tiene una personalidad 
jurídica propia, siempre que:

(i) Sea propiedad plena de o esté controlada por una 
o varias entidades gubernamentales, directamente o a 
través de una o varias entidades controladas;
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(ii) La totalidad de las rentas de la entidad deba 
depositarse en su propia cuenta o en otras cuentas 
de uno o más organismos públicos, sin que puedan 
asignarse esas rentas, ni siquiera en parte, en benefi cio 
de un particular, y

(iii) Los activos de la entidad se distribuyan a uno o 
más organismos públicos tras su disolución.

c) No se considera que las rentas se asignan en 
benefi cio de particulares cuando dichas personas sean los 
benefi ciarios designados de un programa gubernamental 
o cuando las actividades del citado programa se realizan 
para el público en general y el bienestar común, o se 
refi eren a la gestión de alguna instancia del gobierno. 
Sin perjuicio de lo anterior, se entiende que las rentas se 
asignan en benefi cio de particulares cuando provienen 
del uso de una entidad gubernamental para realizar 
una actividad comercial como es el caso de la actividad 
bancaria comercial, que presta servicios fi nancieros a 
clientes particulares.

Para estos efectos, se consideran como entidades 
gubernamentales aquellas que se constituyen con 
inversión del Estado y su Estatuto puede estar regulado 
por Ley, y que no prestan servicios fi nancieros a clientes 
particulares.

3 Organización internacional : A toda organización 
internacional, agencia u organismo perteneciente en su 
totalidad a dicha organización. Esta categoría comprende 
toda organización intergubernamental (incluida una 
organización supranacional) que:

a) se compone principalmente de gobiernos;
b) tenga vigente un acuerdo de sede con el Perú; y
c) cuyos ingresos no impliquen un benefi cio para 

particulares.

4 Banco Central : A toda entidad que, en virtud 
de una disposición legal, es la autoridad principal, 
distinta del gobierno de la misma jurisdicción, emisora 
de instrumentos destinados a circular como medio de 
pago. También puede incluir a un ente independiente del 
gobierno de la jurisdicción, que puede ser propiedad total 
o parcial de esa jurisdicción.

En el caso de Perú, es el Banco Central de Reserva 
del Perú.

5 Fondo de jubilación de amplia participación : Al 
fondo constituido en el Perú y administrado por una 
administradora de fondos de pensiones peruana, cuya 
fi nalidad es la de ofrecer prestaciones por jubilación, 
invalidez o muerte, o cualquier combinación de las 
anteriores, a los benefi ciarios que sean o hayan sido 
empleados (o personas designadas por estos) de uno o 
más empleadores en contraprestación por los servicios 
prestados, siempre que el fondo:

a) no tenga ningún benefi ciario con derecho a más del 
cinco por ciento (5%) de los activos del fondo;

b) esté sometido a regulación estatal y facilite 
información a las autoridades fi scales correspondientes, y

c) satisfaga al menos una de las siguientes 
condiciones:

(i) El fondo esté generalmente exento de impuestos 
en Perú sobre las rentas del capital, o se difi era el pago 
de los impuestos sobre dichas rentas o se sometan a 
gravamen a un tipo reducido, debido a su condición de 
plan de jubilación o de pensiones;

(ii) El fondo reciba al menos el cincuenta por ciento 
(50%) de sus aportaciones totales (distintas de las 
transferencias de activos de otros planes mencionados en 
los numerales 5, 6 y 7 del presente rubro o de las cuentas 
de jubilación y pensión descritas en el inciso a) del 
numeral 17 del rubro C del presente anexo), de empresas 
promotoras;

(iii) Los retiros o disposiciones de fondos estén 
únicamente autorizados en caso de producirse alguno 
de los eventos específi cos relacionados con la jubilación, 
invalidez o muerte (con excepción de las rentas distribuidas 
para su reinversión en otros fondos de pensiones previstos 

en los numerales 5, 6 y 7 del presente rubro o de cuentas 
de jubilación y pensión descritas en el inciso a) del 
numeral 17 del rubro C del presente anexo) o se apliquen 
sanciones a los retiros o disposiciones efectuados con 
anterioridad a dichos eventos específi cos, o

(iv) Las aportaciones (salvo ciertas clases de 
aportación autorizadas) de los empleados al fondo 
estén limitadas en función de los ingresos que hubieran 
percibidos o no puedan exceder de cincuenta mil dólares 
(US$ 50 000) al año, en aplicación de lo expuesto en el 
rubro C de la sección VI del anexo II, para la acumulación 
de saldos de cuenta y la conversión de moneda.

6 Fondo de jubilación de reducida participación : 
Al fondo constituido en el Perú y administrado por una 
administradora de fondos de pensiones peruana, cuya 
fi nalidad es la de ofrecer prestaciones por jubilación, 
invalidez o muerte a los benefi ciarios que sean o hayan 
sido empleados (o personas designadas por estos) de 
uno o más empleadores en contraprestación por los 
servicios prestados, siempre que:

a) Tenga menos de cincuenta (50) participantes;
b) Esté fi nanciado por uno o varios empleadores que 

no sean entidades de inversión o ENF pasivas;
c) Las aportaciones del empleado y empleador al 

fondo (distintas de las transferencias de activos de las 
cuentas de jubilación y pensión descritas en el literal a) 
del numeral 17 del rubro C del presente anexo) están 
limitadas en función del ingreso percibido por el empleado 
y la remuneración pagada al empleado, respectivamente;

d) Los participantes que no sean residentes en Perú 
no tengan derecho a más del veinte por ciento (20%) de 
los activos del fondo, y

e) El fondo esté sometido a regulación pública y facilite 
información a las autoridades fi scales correspondientes.

7 Fondo de pensiones de un organismo público, una 
organización internacional o un banco central : Al fondo 
constituido por un organismo público, una organización 
internacional o un banco central cuya fi nalidad es la de 
ofrecer prestaciones por jubilación, invalidez o muerte a 
los benefi ciarios o participantes que sean o hayan sido 
empleados (o personas designadas por estos), o que 
no sean o hayan sido empleados, si las prestaciones 
percibidas por dichos benefi ciarios o participantes se 
otorga en contraprestación por los servicios personales a 
cargo del organismo público, organización internacional o 
banco central en cuestión.

8 Emisor de tarjetas de crédito califi cado : A una 
institución fi nanciera que satisfaga los siguientes criterios:

a) La institución fi nanciera es una institución fi nanciera 
exclusivamente por tratarse de un emisor de tarjetas de 
crédito que acepta depósitos sólo cuando un cliente 
efectúa un pago cuyo importe excede del saldo adeudado 
por operaciones con la tarjeta, y el pago en exceso no es 
inmediatamente devuelto al cliente, y

b) A partir o antes del 1 de enero de 2019, la institución 
fi nanciera implementa políticas y procedimientos 
para impedir que un cliente efectúe sobrepagos que 
excedan de cincuenta mil dólares (US$ 50 000), o para 
garantizar que todo sobrepago por parte del cliente que 
exceda de cincuenta mil dólares (US$ 50 000) le sea 
reembolsado al cliente en un plazo de sesenta (60) días, 
aplicando sistemáticamente lo señalado en el rubro 
C de la sección VI del anexo II para la acumulación 
de saldos de cuenta y la conversión monetaria. A tal 
fi n, el sobrepago de un cliente no se refi ere a saldos 
acreedores relacionados a cargos no reconocidos, pero 
si incluye saldos acreedores derivados de la devolución 
de mercancías.

9 Vehículo de inversión colectiva exento : A una 
entidad de inversión regulada como vehículo de 
inversión colectiva, siempre que la titularidad de todas 
las participaciones en dicho vehículo corresponda a 
personas naturales o entidades que no sean personas 
reportables, con excepción de una ENF pasiva con una o 
más personas que ejercen el control que sean personas 
reportables.
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C) Cuenta fi nanciera

1 Cuenta fi nanciera : A toda cuenta abierta en una 
institución fi nanciera y comprende cuentas de depósito, 
cuentas de custodia y:

a) En el caso de una entidad de inversión, cualquier 
participación en capital o deuda en la institución fi nanciera. 
Tratándose de fondos mutuos y fondos de inversión la 
referencia a participación en el capital o deuda es respecto 
al fondo administrado y no en la Sociedad Administradora 
de Fondos. No obstante lo anterior, el término cuenta 
fi nanciera excluye toda participación en capital o en 
deuda en una entidad de inversión solo por el hecho de:

(i) asesorar en materia de inversiones a un cliente y 
actuar por cuenta de este, o

(ii) gestionar carteras para un cliente y actuar en 
nombre de este con la fi nalidad de invertir, gestionar o 
administrar activos fi nancieros depositados en nombre 
del cliente en una institución fi nanciera distinta de dicha 
entidad;

Los supuestos de exclusión antes referidos no son 
aplicables a las entidades de inversión bajo supervisión 
de la Superintendencia del Mercado de Valores.

La información que la Institución de Compensación 
y Liquidación de Valores (ICLV) mantenga y reporte en 
cumplimiento del presente decreto, no requerirá ser 
informada por los respectivos participantes de la ICLV, 
sin perjuicio de su obligación de reportar los activos 
fi nancieros que la respectiva ICLV no reporte.

b) En el caso de una institución fi nanciera distinta 
de las descritas en el literal a), toda participación en 
capital o en deuda en la institución fi nanciera, cuando 
el tipo de participación se determinó con el objeto de no 
proporcionar la información a que se refi ere el artículo 5 
del presente Reglamento; y

c) Los contratos de seguro con valor en efectivo y 
los contratos de renta particular emitidos o mantenidos 
en una institución fi nanciera, distintos de las rentas 
particulares, inmediatas, intransferibles y no vinculadas a 
inversión, emitidas a una persona natural y que monetizan 
una pensión o una prestación por invalidez vinculadas a 
una cuenta identifi cada como cuenta excluida.

El término cuenta fi nanciera, no incluye, aquellas 
cuentas consideradas como cuentas excluidas.

2 Cuenta de depósito : Comprende toda cuenta 
comercial, cuenta corriente, cuenta de ahorro, cuenta a 
plazo u otra cuenta representada por un certifi cado de 
depósito, de ahorro, de inversión, de deuda o cualquier 
instrumento similar, abierta en una institución fi nanciera 
con motivo de su actividad bancaria habitual o similar. 
También comprende las cantidades que posea una 
compañía de seguros en virtud de un contrato de inversión 
garantizada o un acuerdo similar para el pago o abono de 
intereses sobre las mismas.

3 Cuenta de custodia : A una cuenta (distinta de 
un contrato de seguro, contrato de seguro con valor 
efectivo o de un contrato de renta particular) en la 
que se depositan uno o varios activos fi nancieros en 
benefi cio de un tercero.

4 Participación en el capital : - En el caso de sociedades 
de personas que sean institución fi nanciera, tanto una 
participación en el capital como en las utilidades de esta.

- En el caso de un fi deicomiso con naturaleza de 
institución fi nanciera, se entiende que la cuenta a informar 
es la participación en el capital del fi deicomitente o del 
benefi ciario de la totalidad o de una parte del fi deicomiso, 
o cualquier otra persona natural que ejerza en última 
instancia el control efectivo del mismo. Una persona 
reportable tendrá la consideración de benefi ciario de 
un fi deicomiso cuando dicha persona tenga derecho a 
percibir, directa o indirectamente (por ejemplo, a través 
de un representante), una distribución obligatoria o 
pueda percibir, directa o indirectamente, una distribución 
discrecional del fi deicomiso.

5 Contrato de seguro : Al contrato (distinto del contrato 
de renta particular) por el cual el emisor acuerda pagar una 
suma de dinero ante la ocurrencia de una contingencia 

específi ca que involucre fallecimiento, enfermedad, 
accidente, responsabilidad civil o daños patrimoniales.

6 Contrato de renta particular  :  A un contrato por el 
cual el emisor acuerda realizar pagos totales o parciales en 
un periodo determinado por referencia a la expectativa de 
vida de una o varias personas naturales. También incluye 
los contratos que sean considerados como un contrato 
de renta particular de conformidad con la legislación, 
regulación o práctica de la jurisdicción donde se celebra 
el mismo y por el cual el emisor acuerda realizar pagos 
por un periodo de años. Se excluye a los contratos de 
renta de jubilación.

7 Contrato de seguro con valor en efectivo : A un 
contrato de seguro (que no sea un contrato de reaseguro 
entre dos compañías aseguradoras) que tiene un valor en 
efectivo.

8 Valor en efectivo : Al mayor entre (i) la cantidad que 
el asegurado tiene derecho a percibir tras la cancelación o 
terminación del contrato (determinada sin reducir cualquier 
comisión por cancelación o política de préstamo), y (ii) la 
cantidad que el asegurado puede obtener como préstamo 
en virtud del contrato o con relación al mismo.

La expresión “valor en efectivo” no incluye una 
cantidad a pagar de acuerdo con un contrato de seguro:

a) Exclusivamente por fallecimiento de una persona 
natural asegurada en virtud de un contrato de seguro de 
vida;

b) Por daños personales o enfermedad u otra 
prestación indemnizatoria por pérdida económica derivada 
de la materialización del riesgo asegurado;

c) Por devolución de una prima pagada anteriormente 
(menos los gastos del seguro, con independencia que se 
hayan aplicado o no) conforme a un contrato de seguro 
(distinto de un contrato de seguro de vida o de renta 
particular, vinculados a inversión) debido a la cancelación 
o terminación de la póliza, a una disminución en la 
exposición al riesgo durante la vigencia del contrato de 
seguro, o a un nuevo cálculo de la prima pagadera ante 
una corrección en la emisión o por otro error similar;

d) Por concepto de dividendos del titular de la póliza 
(distintos de los dividendos por resolución de contrato) 
siempre que dichos dividendos se originen en un 
contrato de seguro cuyos únicos benefi cios pagaderos se 
describen en el inciso b) del presente numeral, o

e) Por devolución de una prima pagada 
anticipadamente o del depósito de una respecto de un 
contrato de seguro en el que la prima deba pagarse al 
menos una vez al año siempre que el importe de la prima 
anticipada o de la prima depositada no exceda del importe 
de la siguiente prima anual que deba pagarse en virtud 
del contrato.

9 Cuenta preexistente : A una cuenta fi nanciera que 
se mantenga abierta en una institución fi nanciera sujeta a 
reportar al 31 de diciembre de 2018.

10 Cuenta nueva : A una cuenta fi nanciera abierta en 
una institución fi nanciera sujeta a reportar con fecha 1 de 
enero de 2019 o con posterioridad.

11 Cuenta preexistente de persona natural : A una 
cuenta preexistente mantenida, es decir, abierta cuyo(s) 
titular(es) sea(n) una o varias personas naturales.

12 Cuenta nueva de persona natural : A una cuenta 
nueva cuyo(s) titular(es) sea(n) una o varias personas 
naturales.

13 Cuenta preexistente de entidad : A una cuenta 
preexistente cuyo(s) titular(es) sea(n) una o varias 
entidades.

14 Cuenta de bajo valor : A una cuenta preexistente 
de persona natural cuyo saldo y/o monto acumulado, 
promedio o monto más alto y los rendimientos generados 
no exceda de un millón de dólares (US $ 1 000 000) al 31 
de diciembre de 2018.

15 Cuenta de alto valor : A una cuenta preexistente 
de persona natural cuyo saldo y/o monto acumulado, 
promedio o monto más alto y los rendimientos generados 
exceda de un millón de dólares (US$ 1 000 000) al 31 de 
diciembre de 2018 o al 31 de diciembre de cualquier año 
posterior.

16 Cuenta nueva de entidad : A una cuenta nueva 
cuyo(s) titular(es) sea(n) una o varias entidades.
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17 Cuenta excluida : Se refi ere a que las siguientes 
cuentas están excluidas de la defi nición de cuenta 
fi nanciera y por tanto no se deben considerar cuentas 
reportables:

a) Una cuenta de jubilación o de pensión que cumpla 
con los siguientes criterios:

(i) La cuenta está regulada como cuenta personal 
de jubilación o forma parte de un plan de jubilación o 
de planes de pensiones registrados o regulado para 
proporcionar prestaciones de jubilación o pensión 
(incluyendo benefi cios por invalidez o fallecimiento);

(ii) La cuenta se benefi cia de un tratamiento fi scal 
favorable (esto es, para propósitos tributarios, las 
aportaciones a la cuenta son deducibles o se excluyen de 
los ingresos brutos del titular de la cuenta o son gravadas 
a un tipo reducido o los rendimientos de la inversión 
que genera la cuenta se difi eren o se gravan a un tipo 
reducido);

(iii) Existe la obligación de reportar a la SUNAT la 
información relativa a la cuenta;

(iv) Los retiros están condicionados a que se alcance 
la edad de jubilación fi jada, invalidez o fallecimiento u otro 
motivo que establezca la legislación, o en caso contrario, 
están sujetos a penalidades si se realizan antes de la 
ocurrencia de tales eventos, y

(v) Las aportaciones anuales (i) se limitan a cincuenta 
mil dólares (US$ 50 000) o menos, o (ii) se aplica un límite 
máximo de un millón de dólares (US$ 1 000 000) o menos 
al total de aportaciones a la cuenta durante la vida del 
titular de la cuenta, aplicando, en cada caso, las reglas 
establecidas en el rubro C de la sección VI del anexo II 
para la acumulación de saldos y la conversión de moneda.

Una cuenta fi nanciera que cumpla con el requisito 
establecido en el presente acápite no dejará de cumplir 
dicho requisito por el solo hecho de recibir activos o 
fondos transferidos de una o más cuentas fi nancieras que 
cumplan con los requisitos descritos en los incisos a) o b) 
del presente numeral, o de uno o más fondos de jubilación 
o de pensiones que cumplan con los requisitos señalados 
en los numerales 5, 6 y 7 del rubro B del presente anexo.

b) Una cuenta que cumpla con los siguientes 
requisitos:

(i) La cuenta está regulada como un vehículo de 
inversión para fi nes distintos de la jubilación y es objeto 
de transacciones regulares en un mercado de valores 
establecido, o está regulada como un vehículo de ahorro 
con fi nes distintos de la jubilación;

(ii) La cuenta recibe un tratamiento fi scal favorable 
(esto es, para propósitos tributarios, las aportaciones de 
la cuenta son deducibles o se excluyen de los ingresos 
brutos del titular de la cuenta o se gravan a un tipo 
reducido, o el impuesto que grava a los rendimientos de 
la inversión que genera la cuenta se difi ere o se gravan a 
un tipo reducido);

(iii) Los retiros están condicionados al cumplimiento 
de criterios específi cos relacionados con la fi nalidad de la 
cuenta de inversión o de ahorro (por ejemplo, los seguros 
sobre prestaciones educativas o médica), o están sujetos 
a penalidades si se realizan antes de que se cumplan 
tales criterios, y

(iv) Se limitan las aportaciones anuales a cincuenta 
mil dólares (US$ 50 000) o menos, aplicando las reglas 
previstas en el rubro C de la sección VI del anexo II, para 
la acumulación de saldos de cuenta y la conversión de 
moneda.

Una cuenta fi nanciera que cumpla con el requisito 
establecido en el acápite iv) del literal b) del presente 
numeral no dejará de cumplir dicho requisito por el solo 
hecho de recibir activos o fondos transferidos de una o 
más cuentas fi nancieras que cumplan con los requisitos 
descritos en los incisos a) o b) del presente numeral o 
procedentes de uno o más fondos de jubilación o de 
pensiones que cumplan con los requisitos señalados en 
los numerales 5, 6 y 7 del rubro B del presente anexo.

c) Un contrato de seguro de vida cuyo periodo de 
cobertura fi nalice antes que la persona asegurada alcance 

los noventa (90) años de edad, siempre que el contrato 
cumpla con los siguientes requisitos:

(i) Las primas periódicas, cuyo importe no disminuya 
con el paso del tiempo, sean pagaderas al menos una vez 
al año durante el periodo más corto entre la vigencia del 
contrato o hasta que el asegurado alcance los noventa 
(90) años;

(ii) El contrato no tiene valor contractual al que pueda 
acceder cualquier persona (ya sea por disposición, 
préstamo u otra forma) sin que se deje sin efecto el 
contrato;

(iii) El importe (distinto de una indemnización por 
fallecimiento) pagadero en caso que se deje sin efecto el 
contrato no debe exceder del total de las primas pagadas 
en virtud del contrato, menos la suma de los gastos por 
concepto de fallecimiento, enfermedad y otros gastos (se 
hayan practicado o no) relativos al periodo o periodos de 
vigencia del contrato y cualquier otro importe satisfecho 
antes de la anulación o rescisión del contrato, y

(iv) El contrato no sea mantenido por un cesionario a 
título oneroso.

d) Una cuenta abierta únicamente por la sucesión, si 
la documentación de esa cuenta incluye una copia del 
testamento o del certifi cado de defunción del causante.

e) Una cuenta abierta en relación con alguna de las 
siguientes circunstancias:

(i) Un mandato judicial.
(ii) La venta, intercambio o arrendamiento de bienes 

inmuebles o muebles, siempre que la cuenta cumpla con 
los siguientes requisitos:

1. Los fondos depositados en la cuenta procedan 
exclusivamente de un anticipo, un depósito en garantía 
o un depósito en cantidad sufi ciente para garantizar una 
obligación directamente relacionada con la transacción 
o un pago similar, o procedan de un activo fi nanciero 
depositado en la cuenta en relación con la venta, el 
intercambio o el arrendamiento del bien;

2. La cuenta se abre y se utiliza únicamente para 
garantizar la obligación del comprador de pagar el precio 
de compra de los bienes, del vendedor de cubrir cualquier 
responsabilidad por contingencias, o del arrendador o 
arrendatario de pagar cualquier daño relacionado con 
los bienes arrendados atendiendo a las disposiciones del 
contrato de arrendamiento;

3. Los activos de la cuenta, incluyendo los ingresos 
obtenidos por esta, serán pagados o distribuidos en 
benefi cio del comprador, vendedor, arrendador o 
arrendatario (incluido el cumplimiento de sus respectivas 
obligaciones) una vez vendidos, intercambiados o cedidos 
los bienes, o al fi nalizar el contrato de arrendamiento;

4. La cuenta no constituye una cuenta marginal o 
similar establecida en relación con la venta o intercambio 
de un activo fi nanciero, y

5. La cuenta no está asociada a una cuenta descrita 
en el inciso f) del presente numeral.

(iii) La obligación de una institución fi nanciera que 
conceda un préstamo garantizado por bienes inmuebles 
de reservar una parte del pago únicamente para facilitar 
el abono de impuestos o de las primas de seguro relativos 
a los bienes inmuebles en un futuro.

(iv) La obligación de una institución fi nanciera 
únicamente de facilitar el pago de impuestos en un futuro.

f) Una cuenta de depósito que cumpla con los 
siguientes requisitos:

(i) La cuenta existe únicamente porque un cliente 
efectúa un pago en exceso del saldo adeudado respecto 
de una tarjeta de crédito u otra facilidad de crédito 
renovable y el sobrepago no es devuelto de inmediato al 
cliente, y

(ii) A partir del 1 de enero de 2019, la institución 
fi nanciera implementa políticas y procedimientos para 
prevenir que un cliente efectúe un sobrepago que exceda 
de cincuenta mil dólares (US$ 50 000), o para garantizar 
que cualquier sobrepago que exceda de cincuenta mil 
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dólares (US$ 50 000) sea reembolsado al cliente en un 
plazo de sesenta (60) días, aplicando en cada caso las 
reglas establecidas en el rubro C de la sección VI del 
anexo II para la acumulación de saldos de cuenta y la 
conversión de moneda. Para tales efectos, el sobrepago 
de un cliente no se refi ere a saldos acreedores imputables 
a cargos o gastos protestados, pero incluye saldos 
acreedores derivados de la devolución de mercancías.

g) Cualquier otra cuenta que presente un bajo riesgo 
de ser utilizada para evadir impuestos, que posea 
características sustancialmente similares a las de las 
cuentas descritas en el presente numeral, y que la 
legislación peruana defi na como cuenta excluida, siempre 
que el estatus de dicha cuenta excluida no contravenga o 
frustre los objetivos del ECR.

La SUNAT publicará en su portal institucional la lista de 
cuentas a que se refi ere el párrafo anterior que presenten 
bajo riesgo de ser utilizada para evadir impuestos, lista 
que será elaborada en coordinación con la SBS.

D) Cuenta reportable

1 Cuenta reportable : A una cuenta fi nanciera 
mantenida, es decir, abierta por una o más personas 
reportables o por una ENF pasiva con una o más personas 
que ejercen el control que sean personas reportables, 
siempre que haya sido identifi cada como tal en aplicación 
de los procedimientos de debida diligencia previstos en 
el anexo II.

En el caso de una Instituciones de Compensación 
y Liquidación de Valores (ICLV), cuenta reportable es 
aquella que corresponde a los titulares registrados en la 
cuenta matriz de los respectivos participantes de la ICLV.

2 Persona reportable :  A una persona de una 
jurisdicción reportable distinta de: (i) una sociedad cuyas 
acciones sean regularmente comercializadas en uno 
o más mercados de valores establecidos; (ii) cualquier 
sociedad que sea una entidad relacionada a la sociedad 
descrita en el inciso (i); (iii) un organismo público; (iv) una 
organización internacional; (v) un banco central, o (vi) una 
institución fi nanciera.

3 Persona de una jurisdicción reportable :  A una 
persona natural o entidad que sea residente en una 
jurisdicción reportable en virtud de la legislación fi scal 
de dicha jurisdicción, o la sucesión de un causante que 
fuera residente de una jurisdicción reportable. Para 
estos efectos, una entidad tal como una asociación, una 
sociedad de responsabilidad limitada o un ente jurídico 
similar que no tenga residencia a efectos fi scales será 
considerada residente de la jurisdicción en la que esté 
ubicada la sede de su dirección efectiva.

4 Jurisdicción reportable :  Para efectos del presente 
Reglamento se considerará como una jurisdicción 
reportable:

4.1 Para intercambio de información, aquella 
jurisdicción con la que Perú tenga un acuerdo en vigor que 
contemple la obligación de proporcionarle la información 
especifi cada en el artículo 5 del presente Reglamento. 
La SUNAT publicará en su portal institucional una lista 
actualizada de las jurisdicciones a que se refi ere este 
numeral.

4.2 Para efectos de llevar a cabo el procedimiento de 
debida diligencia a que se refi ere el anexo II, cualquier 
jurisdicción.

5 Jurisdicción participante : A una jurisdicción con 
la que Perú tenga un acuerdo en vigor con base en el 
cual dicha jurisdicción proporcionará la información 
especifi cada en el artículo 5 del presente Reglamento. 
La SUNAT deberá mantener una lista actualizada de las 
jurisdicciones a que se refi ere este numeral.

6 Personas que ejercen el control : 

- A las personas naturales que ejercen el control de 
una entidad.

- En el caso de un fi deicomiso: a los fi deicomitente(s), 
fi duciario(s), y benefi ciario(s), así como a cualquier otra 
persona natural que ejerza el control efectivo fi nal del 
fi deicomiso

- En el caso de un ente jurídico distinto del fi deicomiso, 
incluido el trust constituido en el extranjero de acuerdo a 
las fuentes del derecho extranjero, dicho término signifi ca 
cualquier persona natural que ostente una posición 
similar o equivalente a las mencionadas en el párrafo 
anterior tales como el (los) settlor(s), el (los) trustee(s), 
el (los) protector(es) o administrador (es) si lo hubiera, el 
benefi ciario o benefi ciarios, o clases de benefi ciarios. En 
el caso que el settlor(s) de un trust sea una entidad, la 
institución fi nanciera debe identifi car a la(s) persona(s) 
controladoras del settlor y considerarla como persona 
controladora del trust.

El término “personas que ejercen el control” se debe 
interpretar en concordancia con la defi nición de benefi ciario 
fi nal a que se refi ere el Decreto Legislativo N° 1372 que 
regula la obligación de las personas jurídicas y entes 
jurídicos de informar la identifi cación de los benefi ciarios 
fi nales concordante con las recomendaciones del GAFI 
emitidas a la fecha de entrada en vigencia del presente 
Reglamento.

7 ENF : Entidad que no sea una institución fi nanciera.
8 ENF pasiva : A una de las siguientes:

(i) Una ENF que no sea una ENF activa, o
(ii) Una entidad de inversión descrita en el inciso b) 

del numeral 6 del rubro A del presente anexo que no sea 
una institución fi nanciera de una jurisdicción participante.

9 ENF activa : A toda ENF que cumpla con cualquiera 
de los siguientes criterios:

a) Menos del cincuenta por ciento (50%) de los 
ingresos brutos de la ENF correspondiente al año 
calendario precedente u otro periodo de reporte apropiado 
son ingresos pasivos, y menos del cincuenta por ciento 
(50%) de los activos mantenidos por la ENF durante 
el año calendario precedente u otro periodo de reporte 
apropiado son activos que generan o son mantenidos 
para la generación de ingresos pasivos;

b) Las acciones de la ENF son regularmente 
comercializadas en un mercado de valores establecido, 
o la ENF es una entidad relacionada a una entidad 
cuyas acciones son regularmente comercializadas en un 
mercado de valores establecido;

c) La ENF es un organismo público, una organización 
internacional, un banco central o una entidad que sea 
propiedad total de uno o más de los anteriores;

d) Todas las actividades de una ENF consistan 
sustancialmente en la tenencia (total o en parte) las 
acciones en circulación de una o más subsidiarias 
que desarrollan una actividad económica distinta de 
la de una institución fi nanciera, o en la prestación de 
servicios a dichas subsidiarias y en su fi nanciación. 
No se considera ENF activa si la misma funciona (o se 
presenta) como un fondo de inversión, tal como un fondo 
de capital privado, fondo de capital de riesgos, fondo de 
adquisición apalancada, o cualquier vehículo de inversión 
cuyo propósito sea adquirir o fi nanciar compañías para 
después tener participaciones en las mismas en forma de 
activos de capital para fi nes de inversión;

e) La ENF no tiene aún actividad económica ni la ha 
tenido anteriormente, pero invierte capital en activos con 
la intención de desarrollar una actividad distinta a la de 
una institución fi nanciera; no obstante, la ENF no califi cará 
para esta excepción veinticuatro (24) meses después de 
la fecha de su constitución inicial;

f) La ENF que no haya actuado como institución 
fi nanciera en los últimos cinco (5) años y se encuentre 
en proceso de liquidación o reorganización empresarial 
con la intención de continuar o reiniciar operaciones de 
una actividad empresarial distinta de la de una institución 
fi nanciera;

g) La ENF se dedica principalmente a fi nanciar o cubrir 
operaciones con o para entidades relacionadas que no 
son instituciones fi nancieras y que no presten servicios 
de fi nanciamiento o de cobertura a ninguna entidad que 
no sea una entidad relacionada, siempre que el grupo 
de cualquier entidad relacionada referida se dedique 
primordialmente a una actividad empresarial distinta de la 
de una institución fi nanciera, o



20 NORMAS LEGALES Sábado 10 de noviembre de 2018 /  El Peruano

h) La ENF cumpla con todos los siguientes requisitos:

(i) Esté establecida y opere en su jurisdicción 
de residencia exclusivamente para fi nes religiosos, 
de benefi cencia, científi cos, artísticos, culturales, 
deportivos o educativos; o esté establecida y opere en 
su jurisdicción de residencia y sea una organización 
profesional, organización empresarial, cámara de 
comercio, organización laboral, organización agrícola u 
hortícola, organización civil o una organización operada 
exclusivamente para la promoción del bienestar social;

(ii) Está exenta del impuesto sobre la renta en su 
jurisdicción de residencia;

(iii) No tenga accionistas o miembros que tengan una 
propiedad o que por su participación se benefi cien de los 
ingresos o activos;

(iv) La legislación aplicable de la jurisdicción de 
residencia de la ENF o la documentación de constitución 
de la ENF no permitan que ningún ingreso o activo de 
la misma sea distribuido a o utilizado en benefi cio de 
una persona privada o una entidad que no sea de 
benefi cencia, salvo que se utilice para la conducción de 
las actividades de benefi cencia de la ENF, o como pagos 
por una compensación razonable por servicios prestados 
o como pagos que representan el valor de mercado de la 
propiedad que la ENF compró, y

(v) La legislación aplicable de la jurisdicción de 
residencia de la ENF o los documentos de constitución 
de la ENF requieran que, cuando la ENF se liquide o se 
disuelva, todos sus activos se distribuyan a un organismo 
público o una organización no lucrativa, o se transfi eran 
al gobierno de la jurisdicción de residencia de la ENF o a 
cualquier subdivisión de éste.

E) Otras defi niciones

1 Titular de la cuenta : 

-  A la persona registrada o identifi cada por la institución 
fi nanciera que mantiene la cuenta como el titular de una 
cuenta fi nanciera.

Aquellas personas, distintas de una institución 
fi nanciera, que sean titulares de una cuenta fi nanciera 
en benefi cio o por cuenta de otra persona en calidad de 
representante, custodio, agente designado, signatario, 
asesor de inversiones o intermediario, no serán 
consideradas como el titular de la cuenta a los efectos 
de este anexo, tratamiento que sí tendrá dicha otra 
persona.

- En el caso de un contrato de seguro con valor 
en efectivo o un contrato de renta particular, el titular 
de la cuenta será cualquier persona con derecho a 
disponer del valor en efectivo o que pueda cambiar al 
benefi ciario del contrato. Si ninguna persona puede 
acceder al valor en efectivo o cambiar al benefi ciario, 
el titular de la cuenta será cualquier persona nombrada 
como propietaria del contrato y cualquier persona que 
tenga el derecho a percibir un pago de conformidad con 
el mismo. Al vencimiento de un contrato de seguro con 
valor en efectivo o de un contrato de renta particular, 
cada persona con derecho a recibir el pago de acuerdo 
con el contrato será considerado como un titular de la 
cuenta.

2 Procedimientos para la prevención del lavado de 
activos y fi nanciamiento del terrorismo y políticas de 
conocimiento del cliente (Procedimientos AML /KYC). : A 
los procedimientos de debida diligencia del cliente de una 
institución fi nanciera sujeta a reportar de acuerdo con los 
requerimientos para combatir el lavado de dinero o blanqueo 
de capitales u otros similares a los que está sujeta la 
institución fi nanciera sujeta a reportar.

3. Entidad  : Una persona jurídica o un ente jurídico.
El término entes jurídicos se refi ere a: i) los patrimonios 

autónomos gestionados por terceros que carecen de 
personalidad jurídica; o ii) los contratos y otros acuerdos 
permitidos por la normativa vigente en los que dos o 
más personas, que se asocian temporalmente, tienen 
un derecho o interés común para realizar una actividad 
determinada sin constituir una persona jurídica. Se 

consideran en esta categoría a los fondos de inversión, 
fondos mutuos de inversión en valores, patrimonios 
fi deicometidos domiciliados en el Perú o patrimonios 
fi deicometidos domiciliados en el Perú o patrimonios 
fi deicometidos o trust constituidos o establecidos en 
el extranjero con administrador o protector o trustee 
domiciliado en el Perú, y consorcios, entre otros. 

   
4 Entidad relacionada : Una entidad es una entidad 

relacionada a otra entidad si: i) una entidad controla a 
otra entidad; ii) dos o más entidades están sujetas a un 
control en común; o iii) dos entidades que son entidades 
de inversión contempladas en el literal b) del numeral 6 
del rubro A del anexo I, están sujetas a la misma dirección 
y dicha dirección cumple las obligaciones de debida 
diligencia aplicables a dichas entidades de inversión. Para 
estos efectos, el control incluye la participación directa o 
indirecta en más del cincuenta por ciento (50%) del capital 
de una entidad y la posesión de más del cincuenta por 
ciento (50%) de los derechos de voto en la misma.

5 NIT : Al Número de Identifi cación Tributaria en el 
extranjero (o su equivalente funcional en ausencia de un 
número de identifi cación tributaria).

6  Evidencia documental :  Incluye cualquiera de los 
elementos siguientes:

a) Un certifi cado de residencia emitido por un 
organismo público de la jurisdicción donde el benefi ciario 
receptor del pago señale ser residente.

b) Respecto de una persona natural, cualquier 
identifi cación válida emitida por un ente gubernamental 
autorizado (por ejemplo, un gobierno o un municipio), que 
incluya el nombre de la persona natural y normalmente se 
utilice para fi nes de identifi cación.

c) Respecto de una entidad, cualquier documentación 
ofi cial emitida por un ente gubernamental autorizado (por 
ejemplo, un gobierno o agencia del mismo o un municipio), 
que incluya el nombre de la entidad y sea el domicilio de 
la ofi cina principal en la jurisdicción donde manifi este 
ser residente o de la jurisdicción donde la entidad fue 
constituida u organizada.

d) Cualquier estado fi nanciero, reporte crediticio de un 
tercero, la declaración de concurso de deudor, acuerdo de 
liquidación y disolución o resolución judicial que declare 
la quiebra o reporte emitido por una autoridad reguladora 
de valores.

7 SBS : Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones.

8 SUNAT : Superintendencia Nacional de Aduanas y 
de Administración Tributaria.

ANEXO II
PROCEDIMIENTOS DE DEBIDA DILIGENCIA 
QUE DEBEN APLICAR LAS INSTITUCIONES 

FINANCIERAS SUJETAS A REPORTAR

Sección I: Obligaciones generales de debida 
diligencia

A. Una cuenta recibe el tratamiento de cuenta 
reportable a partir de la fecha en que se la identifi que 
como tal en aplicación de los procedimientos de debida 
diligencia previstos en las secciones I a VII del presente 
anexo. La información relativa a toda cuenta reportable 
se reportará anualmente en el año calendario siguiente a 
aquél al que se refi era dicha información.

B. El saldo y/o montos acumulados, promedios o 
montos más altos y los rendimientos generados de una 
cuenta se determinará el último día del año calendario.

C. Las instituciones fi nancieras sujetas a reportar 
pueden recurrir a proveedores de servicios para cumplir 
con la obligación de debida diligencia que le sean de 
aplicación, pero dicha obligación continuará siendo su 
responsabilidad.

D. Las instituciones fi nancieras sujetas a reportar 
pueden aplicar a las cuentas preexistentes los 
procedimientos de debida diligencia previstos para las 
cuentas nuevas, y aplicar a las cuentas de bajo valor 
aquellos otros procedimientos previstos para las cuentas 
de alto valor. No obstante, seguirán utilizándose las 
restantes normas aplicables a las cuentas preexistentes.



21NORMAS LEGALESSábado 10 de noviembre de 2018 El Peruano /

Sección II: Debida diligencia respecto de cuentas 
preexistentes de personas naturales

Los siguientes procedimientos son aplicables 
para identifi car cuentas reportables entre las cuentas 
preexistentes de personas naturales.

A. Cuentas que no requieren ser revisadas, 
identifi cadas o reportadas.

Las cuentas preexistentes de personas naturales que 
sean contratos de seguro, contratos de seguro con valor 
en efectivo o contratos de renta particular no estarán 
sujetas a revisión, identifi cación o reporte, siempre que 
la institución fi nanciera sujeta a reportar esté legalmente 
impedida para vender dicho contrato a los residentes de 
una jurisdicción reportable.

B. Cuentas de bajo valor.

Los siguientes procedimientos son aplicables a las 
cuentas de bajo valor.

1. Domicilio.
Si en los archivos de la institución fi nanciera sujeta a 

reportar información consta un domicilio actualizado de la 
persona natural titular de la cuenta, basado en evidencia 
documental, dicha institución podrá considerar al titular 
de la cuenta como residente a efectos fi scales de la 
jurisdicción en la que está ubicado el domicilio con objeto 
de determinar si dicho titular de la cuenta es una persona 
reportable.

En caso que dicho domicilio no fi gure en los archivos 
de la institución fi nanciera sujeta a reportar, esta reportará 
la dirección postal de la que disponga. En el caso de una 
cuenta mantenida, es decir, abierta por una entidad cuyo 
control lo ejerzan uno o más personas reportables, se 
reportará el domicilio de la entidad y el de cada una de las 
personas que ejercen el control de la misma que sean, a 
su vez, personas reportables.

2. Búsqueda en archivos electrónicos.
Si la institución fi nanciera sujeta a reportar no se 

basa en un domicilio de la persona natural titular de la 
cuenta atendiendo a evidencias documentales como se 
determina en el numeral anterior, deberá revisar los datos 
susceptibles de búsqueda electrónica que obren en su 
poder respecto de cualquiera de los siguientes indicios de 
vinculación y aplicar lo dispuesto en los numerales 3 al 6 
del presente rubro:

a) Identifi cación del titular de la cuenta como residente 
de una jurisdicción reportable;

b) Dirección postal o domicilio actual (incluido un 
apartado de correos) en una jurisdicción reportable;

c) Uno o varios números de teléfono en una jurisdicción 
reportable y ningún número de teléfono en el Perú.

d) Instrucciones vigentes de transferencia de fondos 
(salvo las relativas a una cuenta de depósito) a una 
cuenta mantenida, es decir, abierta en una jurisdicción 
reportable;

e) Poder notarial de representación vigente o una 
autorización de fi rma vigente concedida a una persona 
con un domicilio en una jurisdicción reportable, o

f)  Instrucciones de retención de correspondencia o 
una dirección para la recepción de correspondencia en 
una jurisdicción reportable cuando no conste ninguna 
otra dirección del titular de la cuenta en los archivos de la 
institución fi nanciera sujeta a reportar.

3. Si la búsqueda electrónica de datos no revela 
ninguno de los indicios descritos en el numeral anterior, 
no se requerirá llevar a cabo ninguna otra acción a 
menos que se produzca un cambio de circunstancias que 
determine la existencia de uno o varios indicios asociados 
a la cuenta, o que dicha cuenta se convierta en una 
cuenta de alto valor.

4. Si se descubre alguno de los indicios de vinculación 
descritos en los incisos a) al e) del numeral 2 del presente 
rubro mediante la búsqueda electrónica, o cuando se 
produzca un cambio de circunstancias que determine la 
existencia de uno o varios de dichos indicios relacionados 

con la cuenta, la institución fi nanciera sujeta a reportar 
tratará al titular de la cuenta como residente a efectos 
fi scales de cada una de las jurisdicciones reportables para 
las que se haya identifi cado un indicio, a menos que dicha 
institución fi nanciera opte por aplicar lo señalado en el 
numeral 6 del presente rubro y que una de las excepciones 
contenidas en dicho numeral resulte aplicable respecto de 
esa cuenta.

5. Si la búsqueda electrónica revela la existencia de 
instrucciones de retención de correspondencia o una 
dirección para la recepción de correspondencia, pero 
no encuentra otra dirección ni algún otro indicio de los 
enumerados en los incisos a) al e) del numeral 2 del 
presente rubro relacionados con el titular de la cuenta, 
la institución fi nanciera sujeta a reportar en el orden que 
mejor se adecúe a las circunstancias deberá efectuar 
una búsqueda en los archivos en papel mencionados 
en el numeral 2 del rubro C de la presente sección, o se 
intentará obtener una declaración jurada del titular de la 
cuenta o evidencias documentales para determinar su(s) 
residencia(s) a efectos fi scales. Si la búsqueda en los 
archivos en papel no revela indicios de vinculación y el 
intento de obtener una declaración jurada o evidencia 
documental del titular de la cuenta resulta infructuoso, la 
institución fi nanciera sujeta a reportar informará la cuenta 
como cuenta no documentada.

6. A pesar del hallazgo de indicios de vinculación 
conforme al numeral 2 del presente rubro, una institución 
fi nanciera sujeta a reportar no estará obligada a considerar 
al titular de la cuenta como residente de una jurisdicción 
reportable si:

a) En los casos en que la información sobre el titular 
de la cuenta contenga una dirección postal o domicilio 
actual en una jurisdicción reportable, uno o varios 
números de teléfono en dicha jurisdicción (y ningún 
número de teléfono en el Perú), o ponga de manifi esto 
la existencia de instrucciones vigentes de transferencia 
de fondos (relativas a cuentas fi nancieras distintas de 
las cuentas de depósito) a una cuenta abierta en una 
jurisdicción reportable, la institución fi nanciera sujeta a 
reportar obtiene, o ha examinado previamente y conserva 
en sus archivos:

(i) Una declaración jurada del titular de la cuenta 
indicando la(s) jurisdicción(es) de residencia en la que no 
conste dicha jurisdicción reportable, y

(ii) Evidencia documental que determine el estatus 
como persona no reportable del titular de la cuenta.

b) En los casos en que la información sobre el titular 
de la cuenta contenga un poder notarial de representación 
vigente o una autorización de fi rma vigente concedida a 
una persona con domicilio en una jurisdicción reportable, 
la institución fi nanciera sujeta a reportar obtiene, o ha 
examinado previamente y conserva en sus archivos:

(i) Una declaración jurada del titular de la cuenta 
indicando la(s) jurisdicción(es) de residencia en la que no 
conste dicha jurisdicción reportable, o

(ii) Evidencia documental que determine el estatus 
como persona no reportable del titular de la cuenta.

C. Procedimientos adicionales de revisión de las 
cuentas de alto valor.

Se aplicarán los siguientes procedimientos adicionales 
de revisión a las cuentas de alto valor:

1. Búsqueda en archivos electrónicos.

Respecto de las cuentas de alto valor, la institución 
fi nanciera sujeta a reportar debe revisar todos los datos 
susceptibles de búsqueda electrónica de los que disponga 
para detectar cualquiera de los indicios de vinculación 
señalados en el numeral 2 del rubro B de la presente 
sección.

2. Búsqueda en archivos en papel.

Si las bases de datos susceptibles de búsqueda 
electrónica que posee la institución fi nanciera sujeta a 
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reportar incluyen campos para la inclusión y captura de 
toda la información descrita en el numeral 3 del rubro C 
de la presente sección, no será necesario proceder a la 
búsqueda en los archivos en papel. En aquellos casos en 
que las bases de datos electrónicas no puedan capturar 
toda la información, la institución fi nanciera sujeta a 
reportar deberá revisar igualmente, respecto de una cuenta 
de alto valor, el archivo maestro actual del cliente y, en la 
medida en que esa información no fi gure en dicho archivo 
maestro, revisará también los siguientes documentos 
asociados a la cuenta que haya obtenido dicha institución 
durante los últimos cinco (5) años en busca de cualquiera 
de los indicios de vinculación descritos en el numeral 2 del 
rubro B de la presente sección:

a) Las evidencias documentales más recientes 
recabadas en relación con la cuenta;

b) El contrato o la documentación de apertura de la 
cuenta más reciente;

c) La documentación más reciente obtenida por la 
institución fi nanciera sujeta a reportar en aplicación de los 
procedimientos para la prevención del lavado de activos y 
fi nanciamiento del terrorismo y políticas de conocimiento 
del cliente, o para otros efectos legales;

d) Poder notarial de representación vigente o 
autorización de fi rma vigente, e

e) Instrucción vigente de transferencia de fondos 
(salvo las vinculadas a una cuenta de depósito).

3. Excepción en caso de que las bases de datos 
contengan sufi ciente información.

Una institución fi nanciera sujeta a reportar no tendrá 
que proceder a la búsqueda en los archivos en papel 
mencionada en el numeral 2 del rubro C de la presente 
sección en la medida en que su información susceptible 
de búsqueda electrónica incluya los siguientes datos:

a) El estatus de residente del titular de la cuenta;
b) El domicilio y la dirección postal del titular de la 

cuenta que fi guren, en ese momento, en los archivos de 
la institución fi nanciera sujeta a reportar;

c) El número o números de teléfono de dicho titular 
de la cuenta que fi guren en los archivos de la citada 
institución;

d) En caso de cuentas fi nancieras distintas de las 
cuentas de depósito, si existen instrucciones vigentes de 
transferencia de fondos de esa cuenta a otra (incluso a una 
cuenta abierta en otra sucursal de la institución fi nanciera 
sujeta a reportar o en una institución fi nanciera distinta);

e) Si existe una instrucción de retención de 
correspondencia vigente de la correspondencia o una 
dirección para la recepción de correspondencia del titular 
de la cuenta, y

f) Si existe un poder notarial de representación o una 
autorización de fi rma en relación con la cuenta.

4. Consulta al asesor fi nanciero sobre su conocimiento 
de hecho.

Además de las búsquedas en los archivos electrónicos 
y en papel descritas anteriormente, la institución 
fi nanciera sujeta a reportar deberá considerar toda 
cuenta de alto valor confi ada a un asesor fi nanciero como 
cuenta reportable (inclusive cualquier cuenta fi nanciera 
acumulada a esa cuenta de alto valor) cuando el asesor 
fi nanciero tenga conocimiento de hecho de que el titular 
de la cuenta es una persona reportable.

5. Consecuencias del hallazgo de indicios de 
vinculación:

a) Si no se descubre alguno de los indicios de 
vinculación descritos en el numeral 2 del rubro B de la 
presente sección, en aplicación de los procedimientos 
adicionales de revisión de las cuentas de alto valor, 
y la cuenta no se identifi ca como de titularidad de una 
persona reportable conforme al numeral 4 del rubro C 
de la presente sección, no será necesaria ninguna otra 
acción hasta producirse un cambio de circunstancias que 
determine la existencia de uno o más indicios relacionados 
con la cuenta.

b) Si tras el procedimiento adicional de revisión de las 
cuentas de alto valor se descubre alguno de los indicios 
de vinculación descritos en los incisos a) al e) del numeral 
2 del rubro B de la presente sección, o se produce un 
cambio de circunstancias posterior que determine la 
existencia de uno o más de dichos indicios relacionados 
con la cuenta, la institución fi nanciera sujeta a reportar 
deberá considerar dicha cuenta como una cuenta 
reportable respecto de cada jurisdicción reportable para 
la que se haya identifi cado un indicio, a menos que opte 
por aplicar lo señalado en el numeral 6 del rubro B de la 
presente sección y una de las excepciones contempladas 
en ese mismo numeral resulte aplicable a dicha cuenta.

c) Si tras el procedimiento adicional de revisión de 
las cuentas de alto valor se descubre una instrucción 
de retención de correspondencia o una dirección para la 
recepción de correspondencia, pero no se halla ninguna 
otra dirección del titular de la cuenta ni alguno de los 
restantes indicios descritos en los incisos a) al e) del 
numeral 2 del rubro B de la presente sección respecto 
del titular de la cuenta, la institución fi nanciera sujeta a 
reportar deberá obtener de dicho titular de la cuenta 
una declaración jurada o evidencia documental para 
determinar la(s) residencia(s) a efectos fi scales del mismo. 
Cuando dicha institución no consiga dicha declaración o 
evidencia documental, reportará la cuenta como cuenta 
no documentada.

6. Si una cuenta preexistente de persona natural no es 
una cuenta de alto valor al 31 de diciembre de 2018, pero 
sí lo es el último día de un año calendario posterior, la 
institución fi nanciera sujeta a reportar deberá llevar a cabo 
los procedimientos adicionales de revisión establecidos 
en el presente rubro respecto de dicha cuenta dentro 
del año calendario siguiente al año en que la cuenta se 
haya convertido en cuenta de alto valor. Si a raíz de esta 
revisión dicha cuenta se identifi ca como cuenta reportable, 
dicha institución fi nanciera deberá reportar la información 
requerida sobre esa cuenta respecto del año en que se la 
identifi có como cuenta reportable y los años sucesivos, 
excepto si el titular de la cuenta deja de ser una persona 
reportable.

7. Una vez que una institución fi nanciera sujeta a 
reportar aplique los procedimientos adicionales de revisión 
descritos en el presente rubro a una cuenta de alto valor, 
no estará obligada a volver aplicarlos en años posteriores, 
a excepción de la consulta al asesor fi nanciero a la que 
se refi ere el numeral 4 del presente rubro, salvo cuando 
se trate de una cuenta no documentada, en cuyo caso 
la institución fi nanciera sujeta a reportar deberá aplicar 
nuevamente los procedimientos adicionales de revisión, 
anualmente, hasta que dicha cuenta deje de considerarse 
como no documentada.

8. Si se produce un cambio de circunstancias respecto 
de una cuenta de alto valor que evidencie uno o varios 
de los indicios de vinculación descritos en el numeral 
2 del rubro B de la presente sección en relación con 
dicha cuenta, la institución fi nanciera sujeta a reportar 
la considerará como una cuenta reportable por cada 
jurisdicción reportable en relación con la cual se hubiera 
identifi cado un indicio, a menos que opte por aplicar las 
disposiciones del numeral 6 del rubro B de la presente 
sección y una de las excepciones contempladas en ese 
mismo numeral resulte aplicable con respecto a dicha 
cuenta.

9. Toda institución fi nanciera sujeta a reportar deberá 
implementar procedimientos que garanticen que los 
asesores fi nancieros identifi quen cualquier cambio de 
circunstancias de una cuenta. Por ejemplo, si se notifi ca 
al asesor fi nanciero que el titular de la cuenta tiene una 
nueva dirección postal en otra jurisdicción reportable, 
la institución fi nanciera sujeta a reportar tendrá que 
considerar la nueva dirección como un cambio de 
circunstancias y, si opta por aplicar lo dispuesto en el 
numeral 6 del rubro B de la presente sección, tendrá 
que obtener la documentación pertinente del titular de la 
cuenta.

D. La revisión de las cuentas preexistentes de alto 
valor de personas naturales deberá fi nalizarse a más 
tardar el 31 de diciembre de 2019.
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E. Toda cuenta preexistente de personas naturales 
que, en aplicación de la presente sección, se haya 
identifi cado como cuenta reportable, seguirá recibiendo 
ese mismo tratamiento en los años posteriores, a menos 
que el titular de la cuenta deje de ser persona reportable.

Sección III: Debida Diligencia respecto de cuentas 
nuevas de personas naturales

Los siguientes procedimientos son aplicables para 
identifi car cuentas reportables entre las cuentas nuevas 
de personas naturales.

A. En relación con las cuentas nuevas de personas 
naturales, al momento en que se apertura la cuenta, la 
institución fi nanciera sujeta a reportar debe obtener una 
declaración jurada del titular de la cuenta, que puede 
formar parte de la documentación de apertura de la 
cuenta, que permita a la citada institución, determinar 
la residencia a efectos fi scales del titular de la cuenta y 
confi rmar si dicha declaración es razonable tomando como 
base la información obtenida por la institución fi nanciera 
sujeta a reportar en relación con la apertura de la cuenta, 
incluyendo cualquier documentación recabada conforme 
a los procedimientos para la prevención del lavado de 
activos y fi nanciamiento del terrorismo y políticas de 
conocimiento del cliente.

B. Si la declaración jurada determina que el titular 
de la cuenta es residente a efectos fi scales en una 
jurisdicción reportable, la institución fi nanciera sujeta a 
reportar considerará la cuenta como cuenta reportable (en 
los términos del rubro D del anexo I), debiendo, asimismo, 
constar en dicha declaración el NIT del titular de la cuenta 
respecto de dicha jurisdicción reportable y su fecha de 
nacimiento.

C. Si se produjera un cambio de circunstancias en 
relación con una cuenta nueva de persona natural que 
implique que la institución fi nanciera sujeta a reportar 
tenga conocimiento o conozca de motivos por los cuales 
la declaración jurada original es incorrecta o no fi able, la 
institución fi nanciera sujeta a reportar no podrá basarse 
en esa declaración y deberá obtener bien una declaración 
jurada válida que establezca(n) la(s) residencia(s) a 
efectos fi scales del titular de la cuenta, o bien una 
explicación y documentos razonables (si procede) que 
acrediten la validez de la declaración jurada original (y 
conservar una copia o registro de los anteriores).

Sección IV: Debida Diligencia respecto de cuentas 
preexistentes de entidades

Los siguientes procedimientos son aplicables 
para identifi car cuentas reportables entre las cuentas 
preexistentes de entidades.

A. Cuentas de entidad que no requieren ser revisadas, 
identifi cadas o reportadas.

A menos que una institución fi nanciera sujeta a 
reportar adopte otro criterio, sea respecto de todas las 
cuentas preexistentes de entidades o, por separado, 
respecto de cualquier grupo claramente identifi cado de 
dichas cuentas, una cuenta preexistente de entidad con 
un saldo y/o monto acumulado, promedio o monto más 
alto y rendimiento generado de la cuenta que no exceda 
de doscientos cincuenta mil dólares (US$ 250 000) al 
31 de diciembre de 2018, no estará sujeta a revisión, 
identifi cación o reporte como cuenta reportable hasta que 
su saldo y/o monto acumulado, promedio o montos más 
alto y los rendimientos generados de la cuenta exceda 
dicha cantidad al último día de cualquier año calendario 
posterior.

B. Cuentas de entidades sujetas a revisión.

Una cuenta preexistente de entidad cuyo saldo 
y/o monto acumulado, promedio o monto más alto y 
rendimiento generado de la cuenta exceda de doscientos 
cincuenta mil dólares (US$ 250 000) al 31 de diciembre 
de 2018 y aquellas otras que inicialmente no excedan 
de dicho importe al 31 de diciembre de 2018, pero cuyo 

saldo y/o monto acumulado promedio o montos más alto 
y los rendimientos generados exceda de dicha cantidad el 
último día de cualquier año calendario posterior, estarán 
sujetas a revisión de conformidad con los procedimientos 
descritos en el rubro D de la presente sección.

C. Cuentas de entidades respecto de las cuales se 
debe reportar.

En relación con las cuentas preexistentes de entidades 
descritas en el rubro anterior, únicamente se considerarán 
cuentas reportables aquellas cuentas que correspondan 
a una o más entidades que sean personas reportables, 
o ENFs pasivas con una o más personas que ejercen el 
control que sean reportables.

D. Procedimientos de revisión para la identifi cación de 
cuentas de entidad que requieren ser reportadas.

Respecto de cuentas preexistentes de entidades 
descritas en el rubro B de la presente sección, la institución 
fi nanciera sujeta a reportar deberá aplicar los siguientes 
procedimientos de revisión:

1. Determinación sobre si la entidad es una persona 
reportable.

a) Revisar la información mantenida para fi nes 
regulatorios o de relación con el cliente (incluida 
la información obtenida de conformidad con los 
procedimientos para la prevención del lavado de activos y 
fi nanciamiento del terrorismo y políticas de conocimiento 
del cliente) para determinar si esa información indica que 
el titular de la cuenta es residente en una jurisdicción 
reportable. Para estos efectos, la información que 
indica que dicho titular de la cuenta es residente en una 
jurisdicción reportable incluye el lugar de constitución u 
organización, o bien una dirección en una jurisdicción 
reportable.

b) Si la información indica que el titular de la cuenta 
reside en una jurisdicción reportable, la institución 
fi nanciera sujeta a reportar considerará la cuenta como 
cuenta reportable, a menos que obtenga una declaración 
jurada del titular de la cuenta o determine razonablemente, 
con base en información pública que tenga en su poder 
o que sea pública, que el titular de la cuenta no es una 
persona reportable.

2. Determinación sobre si la entidad es una ENF 
pasiva en las que una o más personas que ejercen el 
control sean personas reportables.

Respecto del titular de una cuenta preexistente 
de entidad (incluida una entidad que sea una persona 
reportable), la institución fi nanciera sujeta a reportar 
deberá determinar si el titular de la cuenta es una ENF 
pasiva con una o más personas que ejercen el control que 
sean personas reportables. Si alguna de las personas 
que ejercen el control de la ENF pasiva es una persona 
reportable, la cuenta deberá considerarse como cuenta 
reportable. Para efectuar la mencionada determinación, 
la institución fi nanciera sujeta a reportar debe seguir los 
procedimientos contenidos en el presente numeral, en el 
orden que mejor se adecúe a las circunstancias.

a) Determinación sobre si el titular de la cuenta es una 
ENF pasiva.

Para determinar si el titular de la cuenta es una ENF 
pasiva, la institución fi nanciera sujeta a reportar deberá 
obtener una declaración jurada del titular de la cuenta que 
acredite su estatus, a menos que con base en información 
pública disponible o con la que tenga en su poder pueda 
determinar razonablemente que el titular de la cuenta es 
una ENF activa o una institución fi nanciera distinta de una 
entidad de inversión descrita en el inciso b) del numeral 
6 del rubro A) del anexo I, que no sea una institución 
fi nanciera de una jurisdicción participante.

b) Determinación de las personas que ejercen el 
control del titular de la cuenta.

Para los efectos de identifi car a las personas que 
ejercen el control del titular de la cuenta, una institución 
fi nanciera sujeta a reportar podrá basarse en la información 
que haya recabado y conservado de conformidad con los 
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procedimientos para la prevención del lavado de activos y 
fi nanciamiento del terrorismo y políticas de conocimiento 
del cliente.

c) Determinación sobre si la persona que ejerce el 
control de una ENF pasiva es una persona reportable.

Para determinar si la persona que ejerce el control de 
una ENF pasiva es una persona reportable, la institución 
fi nanciera sujeta a reportar podrá basarse en:

(i) Información recabada y conservada conforme a los 
procedimientos para la prevención del lavado de activos y 
fi nanciamiento del terrorismo y políticas de conocimiento 
del cliente, en el caso de una cuenta preexistente de 
entidad de titularidad de una o más ENFs, cuyo saldo o 
valor acumulado no exceda de un millón de dólares (US$ 
1 000 000), o

(ii) Declaración jurada del titular de la cuenta o de la 
persona que ejerce el control de la misma indicando la(s) 
jurisdicción(es) en las que la persona que ejerce el control 
es residente a efectos fi scales.

En los casos que tal declaración no sea entregada, 
para determinar la residencia de la persona que ejerce 
control de la ENF pasiva, la institución fi nanciera sujeta a 
reportar aplicará los procedimientos descritos en el rubro 
C de la sección II del presente anexo.

E. Plazos para la revisión y procedimientos 
complementarios aplicables a las cuentas preexistentes 
de entidades.

1. La revisión de las cuentas preexistentes de 
entidades cuyo saldo y/o monto acumulado, promedio o 
montos más altos y los rendimientos generados exceda 
de doscientos cincuenta mil dólares (US$ 250 000) al 31 
de diciembre de 2018 deberá fi nalizarse a más tardar el 
31 de diciembre de 2020.

2. La revisión de las cuentas preexistentes de 
entidades cuyo saldo y/o montos acumulados, promedios 
o montos más altos y los rendimientos generados no 
exceda de doscientos cincuenta mil dólares (US$ 250 
000) al 31 de diciembre de 2018, pero que exceda dicho 
importe al 31 de diciembre de cualquier año posterior, 
deberá fi nalizarse en el año calendario siguiente a aquel 
en que el saldo y/o monto acumulado, promedio o montos 
más alto y rendimiento generado exceda dicha cantidad.

3. Si hay un cambio de circunstancias respecto de 
una cuenta preexistente de entidad que implique que la 
institución fi nanciera sujeta a reportar tenga conocimiento 
o conozca de motivos por los cuales la declaración 
jurada u otra documentación asociada con una cuenta 
es incorrecta o no fi able, dicha institución deberá volver 
a determinar el estatus de la cuenta de conformidad con 
los procedimientos previstos en el rubro D de la presente 
sección

Sección V: Debida diligencia respecto de cuentas 
nuevas de entidades

Los siguientes procedimientos son aplicables para 
identifi car cuentas reportables entre las cuentas nuevas 
de entidades.

A. Procedimientos de revisión para la identifi cación de 
cuentas de entidades que requieren ser reportadas.

En relación con las cuentas nuevas de entidades, la 
institución fi nanciera sujeta a reportar deberá aplicar los 
siguientes procedimientos de revisión para determinar si la 
cuenta es mantenida por una o más personas reportables, 
o por ENFs pasivas con una o más personas que ejercen 
el control que sean personas reportables:

1. Determinación sobre si la entidad es una persona 
reportable.

a) Obtener una declaración jurada, que puede formar 
parte de la documentación de apertura de la cuenta, 
que permita a la institución fi nanciera sujeta a reportar 
determinar la(s) residencia(s) a efectos fi scales del titular 
de la cuenta y confi rmar si dicha declaración es razonable 
tomando como base la información obtenida con motivo 
de la apertura de esa cuenta, incluyendo cualquier 

documentación recabada conforme a los procedimientos 
para la prevención del lavado de activos y fi nanciamiento 
del terrorismo y políticas de conocimiento del cliente. Si la 
entidad certifi ca que no tiene residencia a efectos fi scales, 
la institución fi nanciera sujeta a reportar podrá basarse en 
la dirección de la sede principal de dicha entidad con el fi n 
de establecer la residencia del titular de la cuenta.

b) Si la declaración jurada establece que el titular de 
la cuenta es residente en una jurisdicción reportable, la 
institución fi nanciera sujeta a reportar considerará dicha 
cuenta como cuenta reportable, a menos que determine 
razonablemente, con base en información que tenga en su 
poder o que sea pública, que el titular de la cuenta no es 
una persona reportable con respecto a dicha jurisdicción.

2. Determinación de si la entidad es una ENF pasiva 
con una o más personas que ejercen el control que sean 
personas reportables.

Respecto del titular de una cuenta nueva de entidad 
(incluida una entidad que sea una persona reportable), la 
institución fi nanciera sujeta a reportar deberá determinar 
si el titular de la cuenta es una ENF pasiva en las que 
una o más personas que ejercen el control son personas 
reportables. Si alguna de las personas que ejercen el 
control de la ENF pasiva es una persona reportable, la 
cuenta deberá considerarse como cuenta reportable. Para 
efectuar dicha califi cación, la institución fi nanciera sujeta 
a reportar deberá seguir los procedimientos contenidos en 
el presente numeral, en el orden que mejor se adecúe a 
las circunstancias.

a) Determinación de si el titular de la cuenta es una 
ENF pasiva.

Para determinar si el titular de la cuenta es una ENF 
pasiva, la institución fi nanciera sujeta a reportar deberá 
obtener una declaración jurada de dicho titular de la 
cuenta que acredite su estatus, a menos que con base 
en información pública o que tenga en su poder pueda 
determinar razonablemente, que el titular de la cuenta es 
una ENF activa o una institución fi nanciera distinta de una 
entidad de inversión descrita en el inciso b) del numeral 
6 del rubro A del anexo I del presente decreto supremo, 
que no sea una institución fi nanciera de una jurisdicción 
participante.

b) Determinación de las personas que ejercen el 
control del titular de la cuenta.

Con el fi n de identifi car a las personas que ejercen el 
control del titular de una cuenta, una institución fi nanciera 
sujeta a reportar podrá basarse en la información que haya 
recabado y conservado conforme los procedimientos para 
la prevención del lavado de activos y fi nanciamiento del 
terrorismo y políticas de conocimiento del cliente.

c) Determinación de si la persona que ejerce el control 
de una ENF pasiva es una persona reportable.

Para determinar si la persona que ejerce el control de 
una ENF pasiva es una persona reportable, la institución 
fi nanciera sujeta a reportar podrá basarse en una 
declaración jurada del titular de la cuenta o de la persona 
que ejerce el control.

Sección VI: Normas especiales en materia de 
debida diligencia

Las siguientes normas complementarias resultan 
aplicables al momento de implementar los procedimientos 
de debida diligencia descritos anteriormente:

A. Confi anza en las declaraciones juradas y evidencias 
documentales.

Una institución fi nanciera sujeta a reportar no 
puede basarse en declaraciones juradas o evidencias 
documentales cuando conozca o tenga razones para 
saber que estas son incorrectas o no fi ables.

B. Procedimientos alternativos para las cuentas 
fi nancieras cuyos titulares son personas naturales que 
tienen la consideración de benefi ciarios de un contrato de 
seguro, contrato de seguro con valor en efectivo o de un 
contrato de renta particular.

Una institución financiera sujeta a reportar podrá 
presumir que una persona natural beneficiaria (distinto 
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del contratante) de un contrato de seguro con valor 
en efectivo o de un contrato de renta particular, que 
perciba una prestación por fallecimiento no es una 
persona reportable y puede presumir que dicha 
cuenta financiera no es una cuenta reportable, salvo 
que dicha institución tenga conocimiento de hecho o 
tenga razones para conocer que el beneficiario es una 
persona reportable.

Una institución fi nanciera sujeta a reportar podrá 
conocer que el benefi ciario de un contrato de seguro con 
valor en efectivo o de un contrato de renta particular es 
una persona reportable si la información recabada por 
dicha institución y concerniente al benefi ciario contiene 
algún indicio de vinculación de los descritos en el rubro B 
de la sección II del presente anexo.

Para efecto de lo señalado en los párrafos 
precedentes, si una institución fi nanciera sujeta a reportar 
tiene conocimiento de hecho o conozca de motivos por 
los cuales que el benefi ciario es una persona reportable, 
deberá seguir los procedimientos establecidos en el 
citado rubro B.

C. Normas para la acumulación de saldos de cuenta y 
la conversión de moneda.

1. Acumulación de cuentas de persona natural.

A los efectos de determinar el saldo y/o montos 
acumulados, promedios o montos más altos y los 
rendimientos generados de las cuentas fi nancieras cuyo 
titular es una persona natural, la institución fi nanciera 
sujeta a reportar estará obligada a agregar todas las 
cuentas fi nancieras abiertas en aquélla o en una entidad 
únicamente en la medida en que el sistema informático 
de las instituciones fi nancieras sujetas a reportar 
relacionen dichas cuentas atendiendo a un dato, como 
el número de cliente o el NIT, y permitan que saldo y/o 
montos acumulados, promedios o montos más altos y los 
rendimientos generados sean acumulados. Para aplicar 
las normas de acumulación, se atribuirá a cada titular de 
una cuenta conjunta el saldo y/o montos acumulados, 
promedios o montos más altos y los rendimientos 
generados.

2. Acumulación de cuentas de entidad.
A los efectos de determinar el saldo y/o monto 

acumulado, promedio o monto más alto y los 
rendimientos generados de las cuentas fi nancieras 
cuyo titular es una entidad, la institución fi nanciera 
sujeta a reportar estará obligada a considerar todas 
las cuentas fi nancieras abiertas en aquélla o en 
una entidad, solo en la medida en que sus sistemas 
informáticos relacionen las cuentas por referencia a un 
dato, como el número de cliente o el NIT, y permitan 
que los saldos y/o montos acumulados, promedios o 
montos más altos y los rendimientos generados sean 
acumulados. Para aplicar las normas de acumulación, 
se atribuirá a cada titular de una cuenta conjunta el 
saldo y/o monto acumulado, promedio o monto más alto 
y los rendimientos generados.

3. Norma especial de acumulación aplicable a los 
asesores fi nancieros.

A los efectos de determinar el saldo y/o montos 
acumulados, promedios o montos más altos y los 
rendimientos generados acumulado de las cuentas 
fi nancieras que posee una persona con el fi n de 
establecer si una cuenta fi nanciera es una cuenta de alto 
valor, la institución fi nanciera sujeta a reportar deberá 
acumular aquellas cuentas fi nancieras que el asesor 
fi nanciero conozca, o pueda llegar a conocer, que directa 
o indirectamente, son propiedad de dicha persona, están 
bajo su control o han sido abiertas por ella (excepto si esa 
persona interviene en calidad de fi duciario).

4. Conversión de los importes a su equivalente en 
otras monedas.

Se entenderá que todos los importes expresados 
en dólares lo son en dólares de los Estados Unidos de 
América y se interpretarán de modo que incluyen los 
importes equivalentes en otras monedas.

1711155-2

Autorizan viaje de Viceministra de Hacienda 
a Chile, en comisión de servicios

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 382-2018-EF/43

Lima, 8 de noviembre de 2018

CONSIDERANDO:

Que, mediante Carta de fecha 26 de setiembre 
de 2018, la Secretaria de la Jurisdicción que integran 
Argentina, Bolivia, Chile, Paraguay, Perú y Uruguay en 
el Banco Mundial (Jurisdicción del Cono Sur), realiza 
la convocatoria para dar inicio a la negociación por los 
cargos de la Silla por el periodo correspondiente a 
los años 2020-2030, a llevarse a cabo en la ciudad de 
Santiago de Chile, República de Chile, los días 22 y 23 de 
noviembre de 2018; 

Que, el Ministro de Economía y Finanzas comunica 
a la Secretaria de Jurisdicción que la señora Betty 
Armida Sotelo Bazán, Viceministra de Hacienda del 
Ministerio de Economía y Finanzas, ha sido designada 
como representante del Perú para que participe en la 
mencionada negociación;

Que, el objetivo del viaje radica en que en la 
mencionada negociación se defi nirá la distribución de los 
cargos y la alternancia que tendrá el Perú en los próximos 
10 años en la Jurisdicción del Cono Sur del Banco 
Mundial; 

Que, en consecuencia y siendo de interés institucional 
y nacional, resulta necesario autorizar el viaje solicitado, 
cuyos gastos por concepto de pasajes aéreos y viáticos 
son fi nanciados con cargo al presupuesto del Ministerio 
de Economía y Finanzas; y,

Que, el párrafo 10.1 del artículo 10 de la Ley Nº 30693, 
Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2018, dispone que los viajes al exterior de los servidores 
o funcionarios públicos y representantes del Estado con 
cargo a recursos públicos deben realizarse en categoría 
económica y se aprueban conforme con lo establecido en 
la Ley N° 27619, Ley que regula la autorización de viajes 
al exterior de servidores y funcionarios públicos, y sus 
normas reglamentarias;

De conformidad con lo dispuesto en el párrafo 10.1 del 
artículo 10 de la Ley N° 30693, Ley de Presupuesto del 
Sector Público para el Año Fiscal 2018; la Ley N° 27619, 
Ley  que  regula  la autorización de viajes al exterior de 
servidores y funcionarios públicos; el Decreto Supremo Nº 
047-2002-PCM, que aprueba las normas reglamentarias 
sobre autorización de viajes al exterior de servidores y 
funcionarios públicos y sus modifi catorias; y en la Directiva 
N° 001-2017-EF/43.01, Disposiciones y Procedimientos 
para la autorización de viajes en comisión de servicios al 
exterior del Ministerio de Economía y Finanzas, aprobada 
con Resolución Ministerial N° 493-2017-EF/43; 

SE RESUELVE:

Artículo 1. Autorizar el viaje, en comisión de servicios, 
de la señora Betty Armida Sotelo Bazán, Viceministra de 
Hacienda del Ministerio de Economía y Finanzas, del 21 
al 24 de noviembre de 2018, a la ciudad de Santiago de 
Chile, República de Chile, para los fi nes expuestos en la 
parte considerativa de la presente resolución. 

Artículo 2. Los gastos que irrogue el cumplimiento 
de la presente Resolución son con cargo al Presupuesto 
de la Unidad Ejecutora 001 – Administración General del 
Pliego Ministerio de Economía y Finanzas, de acuerdo 
con el siguiente detalle:

Pasajes aéreos : US$ 1 023,40
Viáticos (2 + 1) : US$ 1 110,00

Artículo 3. Dentro de los quince (15) días calendario 
siguientes de efectuado el viaje, la citada comisionada 
debe presentar ante el Titular de la Entidad un informe 
detallado, describiendo las acciones realizadas y los 
resultados obtenidos durante el viaje autorizado. 

Artículo 4. La presente Resolución Ministerial no 
otorga derecho a exoneración o liberación de impuestos 
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Que, mediante Informe N° 357-2018-EGC-ODRH-
OGGRH/MINSA, de fecha 11 de setiembre de 2018, 
la Ofi cina General de Gestión de Recursos Humanos 
comunica la condición laboral de las profesionales 
propuestas para llevar a cabo la certifi cación solicitada;

Que, en tal sentido, considerando que la empresa 
SANOFI AVENTIS DEL PERÚ S.A. ha cumplido con 
presentar los documentos referidos al pago por la 
certifi cación indicada a la que hace referencia la Ley N° 
29459, Ley de Productos Farmacéuticos, Dispositivos 
Médicos y Productos Sanitarios, es necesario autorizar el 
viaje de las profesionales que estarán a cargo de realizar 
la inspección al laboratorio antes señalado;

Que, en atención a lo indicado en los considerandos 
precedentes, la realización del mencionado viaje tiene por 
objeto efectuar la auditoría de la Certifi cación de Buenas 
Prácticas de Manufactura (BPM) a fi n de supervisar las 
condiciones y prácticas de fabricación de los productos 
farmacéuticos, dispositivos médicos y/o productos 
sanitarios por parte de los laboratorios extranjeros objeto 
de inspección y que serán materia de comercialización en 
el país, resultando de interés institucional autorizar el viaje 
de las profesionales en mención;

Que, conforme a lo dispuesto en el numeral 10.1 
del artículo 10 de la Ley N° 30693, Ley de Presupuesto 
del Sector Público para el Año Fiscal 2018, los viajes 
al exterior de los servidores o funcionarios públicos y 
representantes del Estado con cargo a recursos públicos 
deben realizarse en categoría económica;

Que, asimismo, la autorización para viajes al exterior 
de las profesionales señaladas se aprueba conforme 
a lo establecido en la Ley N° 27619, Ley que regula 
la autorización de viajes al exterior de servidores y 
funcionarios públicos, y sus normas reglamentarias;

Con el visado de la Directora General de la Ofi cina 
General de Gestión de Recursos Humanos, del Director 
General de la Ofi cina General de Administración, del 
Director General de la Ofi cina General de Asesoría 
Jurídica, del Secretario General y de la Viceministra de 
Salud Pública; y,

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 30693, 
Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2018; la Ley N° 27619, Ley que regula la autorización de 
viajes al exterior de los servidores y funcionarios públicos 
y su modifi catoria; su Reglamento, aprobado por Decreto 
Supremo N° 047-2002-PCM y sus modifi catorias; y la 
Directiva Administrativa para la Certifi cación de Buenas 
Prácticas de Manufactura en Laboratorios Nacionales 
y Extranjeros, aprobada por Resolución Ministerial N° 
737-2010/MINSA, modifi cada por Resolución Ministerial 
N° 798-2016/MINSA;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar, en comisión de servicios, el 
viaje de las químico farmacéuticas Miriam Cecilia Cavalier 
Martínez y Betty Dany Llana Gagliuffi , profesionales de la 
Dirección General de Medicamentos, Insumos y Drogas a 
la ciudad de Sao Paulo, República Federativa de Brasil, 
del 21 de noviembre al 1 de diciembre de 2018, para los 
fi nes expuestos en la parte considerativa de la presente 
Resolución Ministerial.

Artículo 2.- Los gastos que irrogue el viaje de las 
citadas profesionales en cumplimiento de la presente 
Resolución Ministerial han sido íntegramente cubiertos 
por la empresa SANOFI AVENTIS DEL PERÚ S.A., 
a través de los Recibos de Ingreso detallados en 
los considerandos precedentes, abonos verifi cados 
por la Ofi cina de Tesorería de la Ofi cina General de 
Administración, incluyendo la asignación por concepto de 
viáticos, conforme al siguiente detalle:

•  Pasaje aéreo tarifa económica para 2 personas  : US$ 1,184.08 
 (c/persona US$ 592.04 incluido TUUA)
•  Viáticos por 10 días para 2 personas  : US$ 6,000.00 
 (c/persona US$ 3,000.00 incluidos gastos de instalación)
 TOTAL  : US$ 7,184.08

Artículo 3.- Disponer que las citadas profesionales, 
dentro de los quince (15) días calendario posteriores a su 
retorno, presenten ante el Titular de la entidad, con copia 

a la Ofi cina General de Gestión de Recursos Humanos un 
informe detallado, describiendo las acciones realizadas y 
los resultados obtenidos en la comisión a la que acudirán, 
así como la rendición de cuentas de acuerdo a Ley.

Artículo 4.- La presente Resolución Ministerial no 
dará derecho a exoneración o liberación de impuestos 
aduaneros de ninguna clase o denominación.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

SILVIA ESTER PESSAH ELJAY
Ministra de Salud

1711119-1

Aprueban listado de Productos 
Farmacéuticos para la Compra Corporativa 
Sectorial de Productos Farmacéuticos, 
abastecimiento 2019 - 2020 y el listado de 
Entidades participantes

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 1056-2018/MINSA

Lima, 9 de noviembre de 2018

Vistos, los Expedientes N°s 18-098886-002 y 18-
098886-003, que contienen las Notas Informativas N°s 
167-2018-CENARES-MINSA, 139-2018-CP-CENARES/
MINSA y 188-2018-CENARES/MINSA, así como el 
Informe N° 044-2018-CP-CENARES/MINSA, emitidos 
por el Centro Nacional de Abastecimiento de Recursos 
Estratégicos en Salud – CENARES, y;

CONSIDERANDO:

Que, la Primera Disposición Complementaria Final 
del Decreto Legislativo N° 1161, Ley de Organización 
y Funciones del Ministerio de Salud, señala que el 
Ministerio de Salud es la autoridad de salud a nivel 
nacional, y conforme a lo señalado en la Ley N° 26842, 
Ley General de Salud, tiene a su cargo la formulación, 
dirección y gestión de la política nacional de salud y es la 
máxima autoridad en materia de salud; siendo su fi nalidad 
la promoción de la salud, la prevención de enfermedades, 
la recuperación de la salud y la rehabilitación de la salud 
en las personas;

Que, los literales a) y b) del artículo 5 del referido 
Decreto Legislativo, señala que son funciones del 
Ministerio de Salud el formular, planear, dirigir, coordinar, 
ejecutar, supervisar y evaluar la política nacional y 
sectorial de Promoción de la Salud, Prevención de 
Enfermedades, Recuperación y Rehabilitación en Salud, 
bajo su competencia, aplicable a todos los niveles de 
gobierno; así como dictar normas y lineamientos técnicos 
para la adecuada ejecución y supervisión de las políticas 
nacionales y sectoriales, y la gestión de los recursos del 
sector;

Que, el numeral 3 del artículo 28 de la Ley Nº 29459, 
Ley de los Productos Farmacéuticos, Dispositivos 
Médicos y Productos Sanitarios, establece como uno 
de los fundamentos básicos del acceso universal a 
los productos farmacéuticos, dispositivos médicos y 
productos sanitarios, que los precios sean asequibles, 
promoviendo y desarrollando para ello mecanismos 
para lograr economías de escala mediante compras 
corporativas y diversas modalidades de compras;

Que, mediante Decreto Supremo N° 008-2017-SA, 
modifi cado por los Decretos Supremos N°s 011-2017-SA y 
032-2017-SA, se aprobó el Reglamento de Organización y 
Funciones–ROF del Ministerio Salud, creándose el Centro 
Nacional de Abastecimiento de Recursos Estratégicos en 
Salud–CENARES;

Que, el artículo 121 del mencionado ROF, establece 
que el CENARES es el órgano desconcentrado del 
Ministerio de Salud, dependiente del Viceministerio de 
Prestaciones y Aseguramiento en Salud, competente en 
materia de homologación, programación de necesidades, 
programación y desarrollo de abastecimiento, 
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almacenamiento y distribución de los recursos estratégicos 
en Salud;

Que, el artículo 7 de la Ley N° 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado, señala que varias entidades 
pueden consolidar la contratación de bienes y servicios 
para satisfacer sus necesidades comunes, conforme a lo 
establecido en el reglamento;

Que, el numeral 88.1 del artículo 88 del Reglamento 
de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 350-2015-EF, modifi cado 
por Decreto Supremo N° 056-2017-EF, dispone que 
las entidades pueden contratar bienes y servicios en 
general en forma conjunta, a través de un procedimiento 
de selección único, aprovechando los benefi cios de las 
economías de escala, en las mejores y más ventajosas 
condiciones para el Estado;

Que, el artículo 93 del referido Reglamento, establece 
que las entidades del Gobierno Nacional que formulen 
las políticas nacionales y/o sectoriales del Estado están 
facultadas a establecer, mediante Resolución del Titular 
de la Entidad, la relación de bienes y servicios en general 
que se contratan a través de compra corporativa, debiendo 
señalar la entidad encargada de la compra corporativa, 
las entidades participantes, así como las obligaciones y 
responsabilidades de estas últimas;

Que, el inciso 6.3.2 del numeral 6.3 de la Directiva 
Administrativa N° 249-MINSA/2018/DIGEMID – “Gestión 
del Sistema Integrado de Suministro Público de Productos 
Farmacéuticos, Dispositivos Médicos y Productos Sanitarios 
– SISMED”, aprobada por Resolución Ministerial N° 116-
2018/MINSA, de fecha 15 de febrero de 2018, refi ere que 
el abastecimiento descentralizado, se realiza mediante 
compra corporativa. Asimismo, se precisa que el listado 
de productos y entidades participantes es elaborado por el 
CENARES teniendo en cuenta al menos el mayor consumo 
y/o elevado efecto en el presupuesto y, es aprobado por el 
MINSA, estableciendo los plazos y responsabilidades;

Que, a través de los documentos de visto, el 
CENARES, sustenta la defi nición del listado de bienes 
a ser considerados en la Compra Corporativa Sectorial 
de Productos Farmacéuticos para el abastecimiento 2019 
– 2020; así como, el listado de entidades participantes 
en el procedimiento de selección a través de la Compra 
Corporativa propuesta;

Que, en virtud de lo informado por el CENARES y con 
la fi nalidad de cumplir los objetivos que permitan ejecutar 
las políticas públicas en materia de salud, a cargo del 
Ministerio de Salud, es pertinente emitir el acto resolutivo 
que aprueba el Listado de Productos Farmacéuticos y 
de Entidades participantes de la Compra Corporativa 
Sectorial para el periodo de abastecimiento 2019 – 2020;

Con el visado del Director General del Centro Nacional 
de Abastecimiento de Recursos Estratégicos en Salud; de la 
Directora General de la Dirección General de Medicamentos, 
Insumos y Drogas, del Director General de la Ofi cina 
General de Asesoría Jurídica, del Secretario General, del 
Viceministro de Prestaciones y Aseguramiento en Salud, y de 
la Viceministra de Salud Pública; y,

De conformidad con lo dispuesto en la Ley de 
Contrataciones del Estado y su Reglamento, en el Decreto 
Legislativo N° 1161, Ley de Organización y Funciones 
del Ministerio de Salud y el Decreto Supremo N° 008-
2017-SA, modifi cado por los Decretos Supremos N° 011-
2017-SA y 032-2017-SA que aprueba el Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Salud;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar el listado de Productos 
Farmacéuticos para la Compra Corporativa Sectorial de 
Productos Farmacéuticos, abastecimiento 2019 – 2020, 
contenido en el Anexo N° 01 que forma parte integrante 
de la presente Resolución Ministerial.

Artículo 2.- Aprobar el listado de Entidades 
participantes en la Compra Corporativa Sectorial de 
Productos Farmacéuticos, abastecimiento 2019 – 2020, 
contenido en el Anexo N° 02, que forma parte integrante 
de la presente Resolución Ministerial.

Artículo 3.- Disponer que el Centro Nacional de 
Abastecimiento de Recursos Estratégicos en Salud, 
ejecute los procedimientos de selección mediante Compra 

Corporativa Sectorial de Productos Farmacéuticos, 
abastecimiento 2019 – 2020, señalados en el Anexo N° 
01, teniendo a cargo las siguientes tareas:

a) Recibir los requerimientos de las entidades 
participantes.

b) Consolidar y homogeneizar las características de 
los bienes, así como determinar el valor referencial para 
cada procedimiento de selección a convocarse en forma 
conjunta.

c) Efectuar todas las actuaciones preparatorias 
necesarias para elaborar y aprobar el expediente de 
contratación.

d) Designar al o a los comités de selección que 
tendrán a su cargo los procedimientos de selección para 
las compras corporativas.

e) Aprobar los documentos del procedimiento de 
selección que correspondan.

f)  Resolver los recursos de apelación, en los casos 
que corresponda.

Artículo 4.- Las Entidades participantes de la Compra 
Corporativa Sectorial de productos farmacéuticos, 
señalados en el Anexo 02, abastecimiento 2019 – 2020, 
se encuentran obligadas a:

a) Contratar directa y exclusivamente con los 
proveedores seleccionados los bienes cuyo requerimiento 
haya sido materia del proceso de Compra Corporativa, 
conforme al procedimiento establecido en el Reglamento 
de la Ley de Contrataciones del Estado.

b) Suscribir todos los documentos que resulten 
necesarios para la formalización del/ los contratos que 
se deriven del/los procedimientos de selección, así como 
a pagar al proveedor o proveedores seleccionados la 
contraprestación acordada, previa conformidad con la 
prestación ejecutada.

c) Remitir al CENARES sus requerimientos de 
los bienes previstos en el Anexo N° 01 de la presente 
Resolución Ministerial, hasta un plazo máximo de treinta 
(30) días, contados a partir del día siguiente de publicada 
la presente Resolución Ministerial.

Artículo 5.- El CENARES coordinará permanentemente 
con las entidades participantes respecto a las incidencias 
derivadas de la Compra Corporativa Sectorial de 
Productos Farmacéuticos, abastecimiento 2019 – 2020.

Artículo 6.- Las entidades participantes podrán efectuar 
compras institucionales de los productos aprobados en el 
Anexo 01, solo para coberturar las necesidades en tanto 
se culminen los procedimientos de selección convocados 
por CENARES; asimismo, son responsables de evitar 
que las prestaciones derivadas de dichas contrataciones 
se superpongan con aquellas provenientes de la Compra 
Corporativa.

Artículo 7.- Encargar a la Ofi cina General de 
Transparencia y Anticorrupción de la Secretaría General 
la publicación de la presente Resolución Ministerial en el 
Portal Institucional del Ministerio de Salud.

Regístrese y comuníquese.

SILVIA ESTER PESSAH ELJAY 
Ministra de Salud

1711119-2

TRANSPORTES Y COMUNICACIONES

Autorizan al Centro de Inspección Técnica 
Vehicular Characato Sociedad Anónima 
Cerrada - CITV Characato S.A.C. para operar 
línea de inspección en local ubicado en el 
departamento de Arequipa

RESOLUCIÓN DIRECTORAL
N° 4062-2018-MTC/15

Lima, 5 de setiembre de 2018
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INSTITUTO NACIONAL DE

DEFENSA DE LA COMPETENCIA

Y DE LA PROTECCION DE LA

PROPIEDAD INTELECTUAL

Imponen derechos compensatorios 
definitivos sobre las importaciones 
de etanol, en forma de alcohol etílico 
desnaturalizado, o alcohol etílico anhidro 
sin desnaturalizar con un máximo de 0.5% 
de contenido de humedad, originario de los 
EE.UU.

COMISIÓN DE DUMPING, SUBSIDIOS Y ELIMINACIÓN 
DE BARRERAS COMERCIALES NO ARANCELARIAS

RESOLUCIÓN Nº 152-2018/CDB-INDECOPI 
 

Lima, 6 de noviembre de 2018

LA COMISIÓN DE DUMPING, SUBSIDIOS Y 
ELIMINACIÓN DE BARRERAS COMERCIALES NO 
ARANCELARIAS DEL INDECOPI

SUMILLA: En el marco del procedimiento de 
investigación por presuntas prácticas de subvenciones 
en las importaciones de etanol, en forma de alcohol 
etílico desnaturalizado, o alcohol etílico anhidro sin 
desnaturalizar con un máximo de 0.5% de contenido de 
humedad, originario de los Estados Unidos de América, la 
Comisión ha dispuesto imponer derechos compensatorios 
defi nitivos sobre las referidas importaciones, al haberse 
verifi cado el cumplimiento de las condiciones jurídicas 
establecidas a tal efecto en el Acuerdo sobre Subvenciones 
y Medidas Compensatorias de la Organización Mundial 
del Comercio (Acuerdo SMC), consistentes en la 
existencia de subvenciones, daño a la rama de producción 
nacional (RPN) y relación causal entre las importaciones 
subvencionadas y el daño ocasionado a dicha rama.

De acuerdo a un examen objetivo basado en pruebas 
positivas, se ha verifi cado que, en el periodo enero – 
diciembre de 2016, el gobierno de los Estados Unidos de 
América ha otorgado ayudas a la producción de etanol y 
de maíz (principal insumo empleado en la elaboración de 
etanol) de ese país, a través de programas que califi can 
como subvenciones recurribles en el marco del Acuerdo 
SMC. Asimismo, se ha constatado la existencia de un 
daño importante en la RPN a causa de las importaciones 
de etanol subvencionado de origen estadounidense, 
debido al incremento signifi cativo de tales importaciones, 
las cuales han incidido negativamente en los volúmenes 
y precios de venta del producto elaborado por la RPN, así 
como en el desempeño económico y fi nanciero de dicha 
rama, pues sus principales indicadores han mostrado 
una evolución desfavorable durante el periodo de análisis 
(enero de 2014 – diciembre de 2016). Además, no se 
han identifi cado otros factores que expliquen el daño 
importante experimentado por la RPN en el periodo de 
análisis, de modo tal que se desvirtúe la relación de 
causalidad identifi cada entre las importaciones de etanol 
subvencionado y el daño importante experimentado por la 
RPN en el periodo en mención. 

Visto, el Expediente Nº 045-2017/CDB; y, 

CONSIDERANDO:

I. ANTECEDENTES

Mediante escrito presentado el 27 de marzo de 2017, 
complementado el 30 y el 31 de marzo del mismo año, 
Sucroalcolera del Chira S.A. (en adelante, Sucroalcolera) 
solicitó a la Comisión de Dumping, Subsidios y Eliminación 

de Barreras Comerciales No Arancelarias (en adelante, la 
Comisión), el inicio de un procedimiento de investigación 
por presuntas prácticas de subvenciones en las 
exportaciones al Perú de etanol, en forma de alcohol etílico 
desnaturalizado, o alcohol etílico anhidro sin desnaturalizar 
con un máximo de 0.5% de contenido de humedad (en 
adelante, el etanol), originario de los Estados Unidos de 
América (en adelante, los Estados Unidos), al amparo 
de lo establecido en el Acuerdo sobre Subvenciones y 
Medidas Compensatorias (en adelante, el Acuerdo SMC).

El 03 de abril de 2017, la Comisión cursó una 
comunicación dirigida a la Embajada de los Estados 
Unidos en el Perú, invitando a las autoridades del gobierno 
de ese país a una reunión de consultas con relación a 
la solicitud de inicio de investigación presentada por 
Sucroalcolera, en cumplimiento de lo establecido en el 
artículo 13.1 del Acuerdo SMC1 .

El 19 de abril de 2017, se llevó a cabo la reunión 
de consultas entre la Comisión y las autoridades del 
gobierno de los Estados Unidos, mediante sistema de 
videoconferencia. A dicha reunión asistieron también 
dos funcionarios de la Embajada de los Estados Unidos 
en el Perú, así como representantes del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, el Ministerio de Comercio Exterior 
y Turismo y el Ministerio de la Producción.

Por Resolución N° 107-2017/CDB-INDECOPI 
publicada en el diario ofi cial “El Peruano” el 10 de mayo 
de 2017, la Comisión dispuso el inicio del procedimiento 
de investigación a las importaciones de etanol originario 
de los Estados Unidos2. 

Inmediatamente después de iniciada la investigación, 
se cursaron los respectivos Cuestionarios a las empresas 
exportadoras y productoras de etanol originario de los 
Estados Unidos, así como a las empresas importadoras 
y productoras nacionales, de conformidad con el 
artículo 26 del Decreto Supremo N° 006-2003-PCM, 
modifi cado por Decreto Supremo N° 004-2009-PCM (en 
adelante, el Reglamento sobre Medidas Antidumping 
y Compensatorias)3. De igual manera se remitió al 
gobierno de los Estados Unidos, mediante su Embajada 
en Perú, el “Cuestionario para gobiernos investigados por 
prácticas de subvenciones”. 

En atención a lo anterior, en el curso del 
procedimiento de investigación, las empresas Murex 
LLC (en adelante, Murex) y Green Plains Trade Group 
LLC (en adelante, Green Plains), en su condición de 
exportadores estadounidenses de etanol, comparecieron 
ante la Comisión y cumplieron con remitir absuelto el 
“Cuestionario para el exportador y/o productor extranjero”. 

En el curso del procedimiento de investigación, el 
gobierno de los Estados Unidos, Green Plains y Murex, así 
como las asociaciones empresariales estadounidenses 
U.S. Grains Council, Renewable Fuels Association y 
Growth Energy, formularon diversos cuestionamientos 
contra la Resolución Nº 107-2017/CDB-INDECOPI, 
mediante la cual se dispuso el inicio de la presente 
investigación. 

Mediante escrito presentado el 14 de julio de 
2017, complementado el 15 de agosto del mismo 
año, Sucroalcolera solicitó la aplicación de derechos 
provisionales sobre las importaciones de etanol originario 
de los Estados Unidos. Al respecto, durante el trámite del 
procedimiento de investigación no se estimó pertinente 
disponer la aplicación de medidas provisionales por no 
haberse arribado a una determinación preliminar de la 
existencia de subvenciones, daño a la RPN y relación 
causal, conforme a lo establecido en el artículo 17 del 
Acuerdo SMC y el artículo 49 del Reglamento sobre 
Medidas Antidumping y Compensatorias.

El 05 de octubre de 2017 se llevó a cabo la 
audiencia del periodo probatorio del procedimiento de 
investigación, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 39 del Reglamento sobre Medidas Antidumping 
y Compensatorias4.

El periodo probatorio del presente procedimiento de 
investigación fue prorrogado por la Comisión por el plazo 
máximo previsto en el artículo 28 del Reglamento sobre 
Medidas Antidumping y Compensatorias, concluyendo el 
mismo el 10 de febrero de 2018.

Entre marzo y julio de 2018, la Secretaría Técnica de 
la Comisión cursó diversos requerimientos a las empresas 
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exportadoras de etanol originario de los Estados Unidos 
(Murex y Green Plains), así como a las empresas 
productoras nacionales de dicho producto (Sucroalcolera 
y Agrojibito S.A.), a fi n de que cumplan con proporcionar 
información y documentación complementaria con 
relación a los asuntos controvertidos en el procedimiento 
de investigación.

El 27 de agosto de 2018, la Comisión aprobó el 
documento de Hechos Esenciales, el cual fue notifi cado a 
las partes apersonadas al procedimiento, en cumplimiento 
del artículo 28 del Reglamento sobre Medidas Antidumping 
y Compensatorias5.

En su escrito de comentarios al documento de Hechos 
Esenciales, presentado el 20 de setiembre de 2018, U.S. 
Grains Council, Renewable Fuels Association, Growth 
Energy, Green Plains y Murex, dedujeron la nulidad del 
referido documento. 

El 27 de setiembre de 2018 se realizó la audiencia fi nal 
del procedimiento de investigación, de conformidad con el 
artículo 28 del Reglamento sobre Medidas Antidumping y 
Compensatorias6.

El 03 y el 04 de octubre de 2018, las partes apersonadas 
presentaron por escrito los argumentos formulados en la 
audiencia fi nal del procedimiento de investigación.

II. EL PEDIDO DE NULIDAD DEL DOCUMENTO DE 
HECHOS ESENCIALES

Las empresas Green Plains y Murex, así como 
los gremios estadounidenses U.S. Grains Council, 
Renewable Fuels Association y Growth Energy, solicitaron 
que se declare la nulidad del documento de Hechos 
Esenciales aprobado en el presente procedimiento, 
alegando que dicho documento fue emitido incumpliendo 
las disposiciones establecidas en la normativa en materia 
de subvenciones, así como en la legislación nacional que 
rige los procedimientos administrativos. 

De conformidad con el artículo 11 del Texto Único 
Ordenado de la Ley N° 27444 – Ley del Procedimiento 
Administrativo General (en adelante, TUO de la LPAG), la 
nulidad de los actos administrativos debe ser planteada por 
medio de los recursos administrativos que el ordenamiento 
jurídico prevé para que los administrados puedan tutelar 
sus intereses frente a un acto que consideran lesiona o 
afecta sus derechos7. Por su parte, el artículo 215 del 
TUO de la LPAG, establece que solo son impugnables los 
actos defi nitivos que ponen fi n a la instancia y los actos 
de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el 
procedimiento o produzcan indefensión8. 

El documento de Hechos Esenciales no constituye 
un acto defi nitivo que pone fi n a la instancia o que 
resuelve de forma defi nitiva los temas de fondo que 
son materia de investigación en el procedimiento. Por 
el contrario, tal documento constituye un acto de trámite 
cuya fi nalidad es, precisamente, exponer las evidencias 
relevantes recopiladas durante el procedimiento que 
servirán de base para la decisión de aplicar o no medidas 
compensatorias defi nitivas, conforme lo establece el 
artículo 28 del Reglamento sobre Medidas Antidumping y 
Compensatorias. Si bien tal documento constituye un acto 
de trámite, éste no determina la imposibilidad de continuar 
con el procedimiento, ni causa indefensión a las partes, 
pues constituye uno de los mecanismos que aseguran 
que el procedimiento de investigación se desarrolle según 
las pautas establecidas en la legislación en materia de 
subvenciones9. 

En atención a lo anterior, corresponde declarar 
improcedente la nulidad deducida por U.S. Grains 
Council, Renewable Fuels Association, Growth Energy, 
Green Plains y Murex, contra el documento de Hechos 
Esenciales. 

Sin perjuicio de ello, debe señalarse que en el presente 
caso no se han producido los vicios alegados por las 
partes antes mencionadas, pues conforme se desarrolla 
en el Informe N° 036-2018/CDB-INDECOPI elaborado 
por la Secretaría Técnica de la Comisión, el documento 
de Hechos Esenciales fue emitido dando estricto 
cumplimiento a las normas y principios del procedimiento 
administrativo, así como a las disposiciones contenidas 
en el Acuerdo SMC y en el Reglamento sobre Medidas 
Antidumping y Compensatorias. 

III. ANÁLISIS

En el Informe Nº 036-2018/CDB-INDECOPI 
elaborado por la Secretaría Técnica de la Comisión, 
se ha efectuado un análisis de todas las cuestiones 
controvertidas en el marco de la investigación 
desarrollada respecto a las importaciones de etanol 
originario de los Estados Unidos, según las pautas y 
criterios determinados por esta autoridad investigadora 
en consideración a las disposiciones contenidas en 
el Acuerdo SMC y en el Reglamento sobre Medidas 
Antidumping y Compensatorias.

De acuerdo a las disposiciones legales antes 
mencionadas, solamente puede imponerse derechos 
compensatorios defi nitivos sobre las importaciones del 
producto investigado cuando se haya verifi cado que el 
referido producto es similar al producto elaborado por la 
rama de producción nacional (en adelante, RPN), y se 
haya determinado sobre la base de un examen objetivo de 
pruebas positivas la existencia de subvenciones, de daño 
a la RPN y de relación causal entre las importaciones 
subvencionadas y el daño ocasionado a dicha rama. 

Según el análisis efectuado en el referido Informe, 
la presente investigación fue iniciada en correcta 
aplicación de las disposiciones contenidas en el Acuerdo 
SMC y en el Reglamento sobre Medidas Antidumping 
y Compensatorias, habiendo sido conducida en todas 
sus etapas con sujeción al debido procedimiento. En 
esta investigación se ha garantizado a todas las partes 
interesadas el pleno ejercicio de sus derechos a exponer 
argumentos y a ofrecer y producir pruebas, otorgándoles 
oportunidades amplias y adecuadas para el pleno 
ejercicio de su derecho de participación y de su derecho 
de defensa. Siendo ello así, corresponde desestimar 
los cuestionamientos formulados por las empresas 
y asociaciones empresariales estadounidenses, así 
como por el gobierno de los Estados Unidos, contra la 
Resolución Nº 107-2017/CDB-INDECOPI, por la cual se 
dispuso el inicio de la presente investigación.

En cuanto a los asuntos de fondo discutidos en el 
marco del presente procedimiento, se ha verifi cado 
que el etanol nacional y el etanol importado de los 
Estados Unidos constituyen productos similares en los 
términos establecidos en la nota a pie de página 46 del 
artículo 15.1 del Acuerdo SMC, aspecto que no ha sido 
objetado por las partes en el presente procedimiento de 
investigación. Ello, pues ambos productos comparten las 
mismas características físicas; son elaborados siguiendo 
un proceso productivo similar; son empleados para los 
mismos fi nes; son colocados en el mercado bajo las 
mismas formas de comercialización; y se clasifi can bajo 
las mismas subpartidas arancelarias.

Como se desarrolla en el Informe N° 036-2018/CDB-
INDECOPI, se ha verifi cado la existencia de treinta y 
tres (33) programas de ayudas (estatales y federales) 
implementados por el gobierno de los Estados Unidos en 
favor de la producción de etanol de ese país y del principal 
insumo empleado en su elaboración (maíz), los cuales 
consisten en transferencias directas de fondos otorgadas 
a los productores estadounidenses de maíz10, así como 
en transferencias directas de fondos11 y benefi cios fi scales 
para la promoción de la producción de biocombustibles12 
otorgados a los productores estadounidenses de etanol.

Las medidas gubernamentales antes indicadas 
constituyen contribuciones fi nancieras que confi eren un 
benefi cio a los productores estadounidenses de etanol y 
son específi cas, por lo que califi can como subvenciones 
recurribles en el marco del Acuerdo SMC. De conformidad 
con el artículo 14 del Acuerdo SMC, la cuantía de las 
subvenciones materia de la presente investigación ha 
sido calculada en función del benefi cio obtenido directa 
e indirectamente por los productores estadounidenses de 
etanol. 

Según se explica en el Informe N° 036-2018/CDB-
INDECOPI, en el caso de Murex, empresa exportadora 
estadounidense que ha comparecido en la investigación, se 
ha determinado una cuantía individual de las subvenciones 
materia de la presente investigación que ascendió a US$ 
47.86 por tonelada en 201613. En el caso de los demás 
productores y/o exportadores estadounidenses que no 
han participado en la investigación se ha determinado una 
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cuantía residual ascendente a US$ 47.94 por tonelada 
para el referido año. 

De otro lado, para efectos de formular una 
determinación sobre la existencia de daño, se ha 
establecido que Sucroalcolera y Agrojibito S.A. constituyen 
la RPN de etanol, en consideración a lo establecido en el 
artículo 16 del Acuerdo SMC. Ello, pues la producción de 
ambas empresas representó una proporción importante 
(93%) de la producción nacional total del producto objeto 
de investigación en el periodo enero de 2014 – diciembre 
de 2016. 

Conforme se desarrolla en el Informe N° 036-2018/
CDB-INDECOPI, a partir de un examen objetivo basado 
en pruebas positivas respecto a la evolución de las 
importaciones subvencionadas y del efecto de éstas 
sobre los volúmenes y precios de venta interna, así como 
del impacto de esas importaciones sobre el desempeño 
económico de la RPN, se ha constatado que dicha rama 
experimentó un daño importante en el periodo de análisis 
establecido en este caso (enero de 2014 – diciembre 
de 2016), en los términos establecidos en el artículo 15 
del Acuerdo SMC. Esta determinación formulada sobre 
la base de la información y evidencias recopiladas 
durante el procedimiento, se sustenta en las siguientes 
consideraciones:

(i) Con relación a la evolución del volumen de las 
importaciones subvencionadas originarias de los Estados 
Unidos, se ha constatado que tales importaciones 
experimentaron un aumento signifi cativo durante el 
periodo de análisis (enero de 2014 – diciembre de 
2016), tanto en términos absolutos como en términos 
relativos al consumo interno y a la producción de la 
RPN. Esta constatación se sustenta en las siguientes 
consideraciones:

• Aumento de las importaciones en términos absolutos: 
el volumen de las importaciones de etanol originario de los 
Estados Unidos experimentó un crecimiento acumulado 
de 194.1% (82,133 toneladas) durante el periodo de 
análisis (2014 – 2016). El aumento de tales importaciones 
se produjo de manera sostenida a lo largo del periodo de 
análisis, registrándose una tasa de incremento promedio 
anual de 71.5% entre los años 2014 y 2016 (lo que 
representa un aumento de alrededor 41 mil toneladas por 
año). 

• Aumento de las importaciones en términos relativos 
al consumo nacional y a la producción de la RPN: en 
relación a la demanda interna, la participación de las 
importaciones de etanol de origen estadounidense 
aumentó 129.8% en términos acumulados durante el 
periodo de análisis (2014 – 2016). De manera similar, 
en términos relativos a la producción de la RPN, se 
ha apreciado que durante el periodo de análisis las 
importaciones de etanol estadounidense registraron un 
crecimiento acumulado de 121.1%.

 
(ii) Respecto al efecto de las importaciones en los 

precios del producto nacional, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 15.2 del Acuerdo SMC, 
se ha constatado que el efecto de las importaciones 
subvencionadas sobre los precios de venta de la RPN 
se vio principalmente refl ejado en una subvaloración 
signifi cativa del precio del etanol importado desde Estados 
Unidos en relación con el precio del producto nacional14. 
Adicionalmente, se ha observado una reducción 
signifi cativa del precio de la RPN en parte del periodo de 
análisis, habiéndose ubicado dicho precio por debajo del 
costo de producción de la RPN durante el referido periodo. 
En efecto, de la revisión de la información que obra en el 
expediente se ha verifi cado lo siguiente:

• Efecto de subvaloración de precios: se ha observado 
que en la mayor parte del periodo de análisis (2015 y 
2016), las importaciones del producto estadounidense 
ingresaron al mercado nacional registrando márgenes de 
subvaloración. Entre esos años, el nivel de subvaloración 
pasó de 2.4% a 17.2%, lo cual coincidió con el incremento 
de las importaciones de etanol originario de los Estados 
Unidos en esos años. En efecto, en el año 2015 (cuando 
el nivel de subvaloración se situó en 2.4%), el volumen 

de las importaciones de etanol estadounidense creció 
104.6%; en tanto que, en el año 2016 (cuando el nivel 
de subvaloración alcanzó su mayor nivel de 17.2%), tales 
importaciones se incrementaron 43.7%, registrando los 
volúmenes más altos reportados en el periodo de análisis, 
en contraste con la evolución de las ventas internas de la 
RPN, que se redujeron 75.1% y alcanzaron en 2016 sus 
volúmenes más bajos del periodo de análisis. 

• Efecto de reducción de precios: el precio promedio 
de venta interna de la RPN registró una reducción en 
línea con el comportamiento registrado por el precio de 
las importaciones del producto originario de los Estados 
Unidos durante el periodo de análisis. Así, entre los años 
2014 y 2016, tanto el precio del producto nacional como 
el precio de las importaciones originarias de los Estados 
Unidos experimentaron tendencias descendentes, 
aunque en diferentes magnitudes (el precio del producto 
local disminuyó 2%, en tanto que el precio del producto 
estadounidense lo hizo en 41%), en un contexto en el cual 
el precio de venta interna de la RPN se ubicó por debajo 
de los costos de producción de la rama a lo largo del 
periodo de análisis, obteniendo márgenes de benefi cios 
negativos.

Entre los años 2014 y 2015, el precio promedio de 
venta interna de la RPN registró una reducción signifi cativa 
de 12.2%, en tanto que el precio de las importaciones 
de etanol estadounidense se redujo 37.6%, ubicándose 
en 2015 por debajo de los costos medios totales de 
producción de la RPN (13.1%). 

Asimismo, entre los años 2015 y 2016, el precio 
promedio de venta interna de la RPN se incrementó 
en 11.5%. Sin embargo, el precio registrado en 2016 
refl eja una situación atípica, por compras excepcionales 
o de urgencia efectuadas por las refi nerías nacionales. 
Las ventas efectuadas por la RPN en dicho año 
correspondieron a volúmenes bajos (en conjunto, menos 
del 25% del total de ventas internas registradas en 2015) 
y a precios cuyos niveles se ubicaron ostensiblemente por 
encima de los precios pagados por la compra de etanol 
estadounidense en ese año (20.9%), como se explica en 
el Informe N° 036-2018/CDB-INDECOPI.

(iii) Con relación a la repercusión de las importaciones 
en la evolución de los indicadores económicos y 
fi nancieros de la RPN, cabe indicar que, durante el 
periodo de análisis (enero de 2014 – diciembre de 2016), 
la RPN ha destinado una parte importante de sus ventas 
de etanol al mercado externo (49.2%), por lo que algunos 
de sus indicadores económicos (como producción total, 
tasa de uso de la capacidad instalada, inventarios, 
empleo, salarios, productividad, rentabilidad agregada, 
inversión y fl ujo de caja), podrían haber sido infl uenciados 
por el desempeño exportador de dicha rama. Siendo 
ello así, sin perjuicio de cumplir la prescripción legal de 
analizar todos los indicadores económicos establecidos 
en el artículo 15.4 del Acuerdo SMC, en este caso resulta 
pertinente otorgar especial peso a aquellos indicadores 
que pueden refl ejar con mayor precisión el desempeño 
económico de la RPN en el mercado interno (como 
producción orientada al mercado nacional, ventas 
internas, participación de mercado, benefi cios obtenidos 
por las ventas internas y crecimiento), de conformidad 
con los criterios desarrollados por la jurisprudencia de la 
Organización Mundial del Comercio que se detallan en el 
Informe N° 036-2018/CDB-INDECOPI.

Al respecto, a partir de un examen objetivo de pruebas 
positivas se constata que los principales indicadores 
económicos de la RPN, incluyendo aquellos que refl ejan 
con mayor precisión el desempeño de esa rama en el 
mercado interno, han experimentado un comportamiento 
negativo durante el periodo de investigación (2014 – 
2016). En efecto, a partir de la información que obra en el 
expediente se observa lo siguiente: 

• El indicador de producción de la RPN orientada al 
mercado interno (estimado como la diferencia entre la 
producción total y las exportaciones de la RPN) registró, 
en términos acumulados, una disminución de 84.9% 
durante el periodo de análisis (2014 – 2016). Tal reducción 
registró su mayor magnitud en la parte fi nal y más reciente 
del periodo de análisis (2016), cuando la producción de 
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la RPN orientada al mercado peruano se contrajo 84.5% 
respecto al año previo (2015).

• Las ventas internas de la RPN registraron una 
disminución acumulada de 79.5% durante el periodo 
2014 – 2016, apreciándose que la mayor magnitud de esa 
reducción se produjo en 2016 (75.1% respecto a 2015). 
El comportamiento decreciente de las ventas internas ha 
ocurrido en un contexto en el cual el mercado interno, en 
contraste, mostró un crecimiento acumulado de 27.9% 
durante el periodo de análisis (2014 – 2016), impulsado 
por el incremento de las importaciones del etanol originario 
de Estados Unidos (194.1%) en ese periodo.

• El índice de la participación de mercado de la RPN 
pasó de 100.0 a 16.0 durante el periodo de análisis (2014 
– 2016), alcanzando en la parte fi nal y más reciente de 
dicho periodo (2016) su nivel más bajo. Ello, en contraste 
con la evolución del índice de la participación de mercado 
de las importaciones de etanol de origen estadounidense, 
cuyo índice pasó de 100.0 en 2014 a 229.8 en 2016.

• El margen de utilidad de la RPN registró valores 
negativos durante todo el periodo 2014 – 2016 (el índice 
de ese indicador pasó de -100.0 a -16.5 entre tales años). 
De manera similar, la utilidad operativa (en US$) percibida 
por dicha rama por sus ventas internas de etanol registró 
valores negativos, al registrar un índice que pasó de -100.0 
en 2014 a -3.3 en 2016. Aunque el nivel de pérdidas se 
redujo durante el periodo antes indicado, ello se produjo 
en un contexto en que la producción orientada al mercado 
interno, las ventas internas y la participación de mercado 
de la RPN se redujeron de manera sustancial a lo largo 
del periodo de análisis.

• En cuanto al factor de crecimiento, se ha verifi cado 
que el mercado nacional de etanol experimentó un 
crecimiento de 27.9% durante el periodo de análisis (2014 
– 2016); no obstante ello, los indicadores económicos de la 
RPN, especialmente aquellos vinculados a su desempeño 
en el mercado interno, registraron una evolución negativa 
a lo largo de dicho periodo. Así, como se ha indicado 
previamente, la producción orientada al mercado interno 
y las ventas internas de la RPN disminuyeron 84.9% y 
79.5%, respectivamente; el índice de su participación de 
mercado se redujo de 100 a 16; y el margen de utilidad se 
mantuvo en niveles negativos entre los años 2014 y 2016.

• Respecto a los demás indicadores, se ha constatado 
también que la tasa de uso de la capacidad instalada y el 
indicador de salarios se redujeron de manera sostenida 
durante el periodo de análisis (2014 – 2016), al registrar 
variaciones negativas acumuladas de 25.8 puntos 
porcentuales y 10.8%, respectivamente. Por su parte, la 
producción total experimentó una variación positiva de 
33% entre los años 2014 y 2016, aunque en ese último 
año registró un descenso de 8.1% en relación con 2015. 

El indicador de empleo registró un aumento de 15% 
entre 2014 y 2016, en tanto que el saldo fi nal del fl ujo 
de caja en 2016 aumentó 23.9 veces respecto al saldo 
fi nal de 2014. En particular, la evolución experimentada 
por el indicador de fl ujo de caja, según se advierte en los 
Estados Financieros de la RPN, no obedeció a actividades 
relacionadas con las ventas de etanol, sino a desembolsos 
resultantes de las obligaciones fi nancieras contraídas 
por dicha rama durante el periodo de análisis. En cuanto 
a la rentabilidad agregada de la RPN, los ratios de 
rentabilidad de ventas (ROS), rentabilidad de patrimonio 
(ROE) y rentabilidad del activo (ROI), experimentaron una 
evolución decreciente entre los años 2014 y 2016 (sus 
índices pasaron de -100 a -341, de -100 a -334 y de -100 
a -362 entre esos años, respectivamente).

Por su parte, la productividad y las inversiones 
experimentaron una evolución mixta durante el periodo 
de análisis, registrando en términos acumulados 
variaciones de 15.6% y -70.7% entre los años 2014 y 
2016, respectivamente. En particular, entre los años 
2014 y 2015, ambos indicadores se incrementaron 25.1% 
y 156.3%, respectivamente; mientras que en la parte 
fi nal y más reciente del periodo de análisis (entre 2015 
y 2016), se redujeron 7.6% y 88.6%, respectivamente. 
Adicionalmente, el nivel de inventarios de la RPN se 
incrementó 229.5% entre los años 2014 y 2016, lo que 
incidió en que el índice de los inventarios sobre las ventas 
totales también haya aumentado de 3.2% a 8.3% entre 
ambos años.

Asimismo, como se explica en el Informe N° 036-
2018/CDB-INDECOPI, se ha constatado también una 
relación de causalidad entre las importaciones de etanol 
originario de los Estados Unidos y el daño importante 
experimentado por la RPN en el periodo de análisis 
(enero de 2014 – diciembre de 2016). En aplicación 
del artículo 15.5 del Acuerdo SMC, se han evaluado 
otros factores que podrían haber infl uido en la situación 
económica de la RPN durante el periodo de análisis 
(incluidos aquellos señalados por las partes en el curso de 
la investigación), tales como, las importaciones de etanol 
originario de terceros países; la evolución de la demanda 
interna; la actividad exportadora de la RPN; el tipo de 
cambio; los aranceles; las especifi caciones técnicas del 
producto; los costos de transporte incurridos por la RPN; 
las diferencias en competitividad entre las industrias de 
etanol de los Estados Unidos y del Perú; y, la evolución 
del precio de la materia prima (caña de azúcar) utilizada 
por la RPN para le elaboración de etanol. Sin embargo, 
se ha verifi cado que esos otros factores no explican el 
daño importante experimentado por la RPN en el periodo 
de análisis, de modo tal que no desvirtúan la relación de 
causalidad identifi cada entre las importaciones de etanol 
subvencionado y el daño importante registrado por la 
RPN en el periodo en mención.

Considerando lo expuesto, habiéndose cumplido los 
presupuestos jurídicos establecidos en el Acuerdo SMC 
respecto a la existencia de subvenciones, daño y relación 
de causalidad, resulta necesaria la aplicación de derechos 
compensatorios defi nitivos sobre las importaciones de 
etanol originario de Estados Unidos, a fi n de evitar que 
tales importaciones sigan causando un daño importante 
a la RPN. 

Para tal efecto, como se explica en el Informe N° 036-
2018/CDB-INDECOPI, corresponde que los derechos 
compensatorios sean aplicados en un monto equivalente 
a la cuantía total de las subvenciones calculada en esta 
investigación, bajo la forma de un derecho específi co, por 
un periodo de cinco (5) años, conforme se muestra en el 
siguiente cuadro:

Derechos compensatorios defi nitivos sobre las 
importaciones de etanol originario de los 

Estados Unidos de América

Productores y/o exportadores US$ por tonelada
Murex 47.86
Demás productores y/o exportadores 47.94

Elaboración: ST-CDB/INDECOPI

El presente acto se encuentra motivado, asimismo, 
por los fundamentos del análisis y las conclusiones del 
Informe N° 036-2018/CDB-INDECOPI, que desarrolla 
detalladamente los puntos señalados anteriormente; y, 
que forma parte integrante de la presente Resolución, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 6.2 del TUO de la 
LPAG.

De conformidad con el Acuerdo SMC, el Reglamento 
sobre Medidas Antidumping y Compensatorias y el 
Decreto Legislativo Nº 1033.

Estando a lo acordado en su sesión del 06 de 
noviembre de 2018;

SE RESUELVE: 

Artículo 1º.- Desestimar los cuestionamientos 
formulados por U.S. Grains Council, Renewable Fuels 
Association, Growth Energy, Green Plains Trade Group 
LLC, Murex LLC y el gobierno de los Estados Unidos 
de América, contra la Resolución N° 107-2017/CDB-
INDECOPI publicada en el diario ofi cial “El Peruano” el 
10 de mayo de 2017, que dispuso el inicio del presente 
procedimiento de investigación por presuntas prácticas de 
subvenciones en las importaciones de etanol, en forma 
de alcohol etílico desnaturalizado, o alcohol etílico anhidro 
sin desnaturalizar con un máximo de 0.5% de contenido 
de humedad, originario de los Estados Unidos de América. 

Artículo 2º.- Declarar improcedente el pedido 
formulado por U.S. Grains Council, Renewable Fuels 
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Association, Growth Energy, Green Plains Trade Group 
LLC y Murex LLC, para que se declare la nulidad del 
documento de Hechos Esenciales aprobado en el marco 
del presente procedimiento de investigación. 

Artículo 3º.- Imponer derechos compensatorios 
defi nitivos sobre las importaciones de etanol, en forma 
de alcohol etílico desnaturalizado, o alcohol etílico 
anhidro sin desnaturalizar con un máximo de 0.5% de 
contenido de humedad, originario de los Estados Unidos 
de América, por un periodo de cinco (5) años, según el 
siguiente detalle:

Derechos compensatorios defi nitivos sobre las 
importaciones de etanol originario de los Estados 

Unidos de América

Productores y/o exportadores US$ por tonelada
Murex LLC 47.86
Demás productores y/o exportadores 47.94

Elaboración: ST-CDB/INDECOPI

Artículo 4º.- Dar por concluido el presente 
procedimiento de investigación.

Artículo 5°.- Notifi car la presente Resolución a las partes 
apersonadas al procedimiento y a la Superintendencia 
Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria – 
SUNAT, para los fi nes correspondientes.

Artículo 6º.- Publicar la presente Resolución en el 
diario ofi cial “El Peruano” por una (01) vez, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 33 del Decreto Supremo N° 
006-2003-PCM, modifi cado por Decreto Supremo N° 004-
2009-PCM. 

Artículo 7º.- La presente Resolución entrará en 
vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el 
diario ofi cial “El Peruano”.

Con la intervención de los señores miembros de 
Comisión: Renzo Rojas Jiménez, Manuel Augusto Carrillo 
Barnuevo, José Antonio Jesús Corrales Gonzales y 
Gonzalo Martín Paredes Angulo.

RENZO ROJAS JIMÉNEZ
Presidente

1 ACUERDO SMC, Artículo 13.- Consultas
 13.1 Lo antes posible una vez admitida una solicitud presentada con arreglo 

al artículo 11, y en todo caso antes de la iniciación de una investigación, se 
invitará a los Miembros cuyos productos sean objeto de dicha investigación 
a celebrar consultas con objeto de dilucidar la situación respecto de las 
cuestiones a que se refi ere el párrafo 2 del artículo 11 y llegar a una 
solución mutuamente convenida.

 (…) 
2 Por Resolución N° 115-2017/CDB-INDECOPI publicada en el diario ofi cial 

“El Peruano” el 21 de mayo de 2017, la Comisión dispuso enmendar de 
ofi cio el error material incurrido en el artículo 5° de la parte resolutiva 
de la Resolución N° 107-2017/CDB-INDECOPI, con relación al periodo 
comprendido para la determinación de la existencia del daño y relación 
causal.

3 REGLAMENTO SOBRE MEDIDAS ANTIDUMPING Y 
COMPENSATORIAS, Artículo 26.- Remisión y absolución de 
cuestionarios.- Dentro de los 10 días de publicada la Resolución de inicio 
de la investigación en el Diario Ofi cial El Peruano, la Secretaría Técnica 
deberá remitir a las partes citadas en la denuncia y de ser el caso, a los 
importadores o productores identifi cados por la Comisión, los cuestionarios 
correspondientes a fi n que sean remitidos a la Comisión debidamente 
absueltos, dentro del plazo de treinta (30) días, contados a partir del día 
siguiente de la notifi cación de los mismos. En dicha absolución, podrán ser 
presentados los descargos correspondientes. Los plazos concedidos a los 
productores o exportadores extranjeros se contarán a partir de la fecha de 
recepción del cuestionario, el cual se considerará recibido siete (7) días 
después de su envío al destinatario del país de origen o de exportación.

 (...)
4 REGLAMENTO SOBRE MEDIDAS ANTIDUMPING Y 

COMPENSATORIAS, Artículo 39.- Audiencias.- Dentro del período 
probatorio las partes podrán solicitar la realización de audiencias, sin 
perjuicio de aquella que la Comisión deberá convocar de ofi cio dentro del 
mismo período. Ninguna parte estará obligada a asistir a una audiencia, y 
su ausencia no irá en detrimento de su causa (…). 

5 REGLAMENTO SOBRE MEDIDAS ANTIDUMPING Y 

COMPENSATORIAS, Artículo 28.- Periodo Probatorio y Hechos 
Esenciales.- 

 (…)
 Dentro de los treinta (30) días de concluido el periodo probatorio la Comisión 

deberá emitir el documento de los Hechos Esenciales que servirán de base 
para su resolución fi nal, el mismo que deberá ser notifi cado a las partes 
apersonadas al procedimiento en el plazo de cinco (5) días hábiles. Las 
partes podrán presentar sus comentarios a los Hechos Esenciales en un 
plazo no mayor de diez (10) días contados a partir del día siguiente de su 
notifi cación (…). 

6 REGLAMENTO SOBRE MEDIDAS ANTIDUMPING Y 
COMPENSATORIAS, Artículo 28.- Periodo Probatorio y Hechos 
Esenciales.- 

 (…)
 De mediar el pedido de alguna de las partes se convocará a una audiencia 

fi nal en la que únicamente podrán exponer sus alegatos, en relación con 
los Hechos Esenciales notifi cados. La audiencia fi nal deberá ser solicitada 
en el escrito que contenga los comentarios a los Hechos Esenciales. Las 
partes tendrán siete (7) días para presentar por escrito los argumentos 
planteados en la audiencia. Vencido este plazo, la Comisión resolverá de 
manera defi nitiva en el término de treinta (30) días.

7 TUO DE LA LPAG, Artículo 11.- Instancia competente para declarar la 
nulidad

 11.1 Los administrados plantean la nulidad de los actos administrativos que 
les conciernan por medio de los recursos administrativos previstos en el 
Título III Capítulo II de la presente Ley. (...)

8 TUO DE LA LPAG, Artículo 215.- Facultad de contradicción
 215.1 Conforme a lo señalado en el artículo 118, frente a un acto 

administrativo que se supone viola, desconoce o lesiona un derecho o 
interés legítimo, procede su contradicción en la vía administrativa mediante 
los recursos administrativos señalados en el artículo siguiente, iniciándose 
el correspondiente procedimiento recursivo. 

 215.2 Solo son impugnables los actos defi nitivos que ponen fi n a la 
instancia y los actos de trámite que determinen la imposibilidad de 
continuar el procedimiento o produzcan indefensión. La contradicción a 
los restantes actos de trámite deberá alegarse por los interesados para 
su consideración en el acto que ponga fi n al procedimiento y podrán 
impugnarse con el recurso administrativo que, en su caso, se interponga 
contra el acto defi nitivo. 

 (…).
9 Cabe señalar que este mismo criterio ha sido adoptado por la Comisión 

en el procedimiento de investigación por presuntas prácticas de dumping 
en las importaciones de cemento blanco originario de los Estados Unidos 
Mexicanos, tramitado bajo el Expediente N° 015-2006-CDS. 

 En dicha oportunidad, la Comisión declaró improcedente el pedido que 
había formulado una parte interesada para que se declare la nulidad del 
documento de Hechos Esenciales aprobado en ese procedimiento, debido 
a que dicho documento no constituía un acto defi nitivo que pusiera fi n 
a la instancia, ni un acto de trámite que determinara la imposibilidad de 
continuar el procedimiento, ni causara indefensión a las partes. 

10 Dichos benefi cios son los siguientes: (i) pagos directos en función a los 
precios del maíz; (ii) pagos directos en función de los ingresos de los 
agricultores; (iii) préstamos de dinero; y, (iv) seguros con primas co-
fi nanciadas con el gobierno.

11 Dichos benefi cios son los siguientes: (i) fi nanciamiento total y parcial para 
la construcción o ampliación de plantas de producción de etanol y otros 
biocombustibles; (ii) pagos por galón de etanol producido y vendido; y, (iii) 
garantías de préstamos de dinero. 

12 Dichos benefi cios son los siguientes: (i) créditos fi scales a los productores 
de etanol y otros biocombustibles; (ii) reducción y exoneración de impuestos 
a los productores de etanol y otros biocombustibles; y, (iii) exoneración de 
impuestos de licencia a los exportadores de etanol y otros biocombustibles.

13 Cabe indicar que, aunque también ha comparecido en la investigación la 
empresa estadounidense Green Plains, en el Informe N° 036-2018/CDB-
INDECOPI se explica que no corresponde calcular para dicha empresa una 
cuantía individual de las subvenciones materia de la presente investigación, 
debido a que Green Plains no efectuó, ni directamente ni por medio de 
terceras empresas comercializadoras, exportaciones a Perú del producto 
objeto de investigación durante el periodo de análisis fi jado en este caso 
(enero – diciembre de 2016).

14 Cabe precisar que, en la medida que las disposiciones contenidas 
en el Acuerdo SMC sobre la determinación de daño a la RPN por las 
importaciones subvencionadas, son similares a aquellas contenidas 
en el Acuerdo Antidumping, resulta pertinente traer a colación los 
pronunciamientos de los Grupos Especiales de la OMC orientados a 
aclarar el alcance y la correcta interpretación de las disposiciones sobre 
dicha materia contenidas en ambos Acuerdos, los cuales pueden servir de 
guía para la determinación de la existencia de daño a la RPN en el presente 
caso.

 Sobre el particular, el Grupo Especial de la OMC, en el caso Corea — 
Determinado papel, ha establecido que, con relación al análisis del efecto 
de las importaciones objeto de dumping en los precios de venta de la 
RPN, la autoridad investigadora tiene la obligación de demostrar si tales 
importaciones han tenido alguno de los tres (3) efectos establecidos en 
el Acuerdo Antidumping (estos son, subvaloración signifi cativa de precios, 
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reducción de precios, o contención de la subida de los precios), y no todos 
ellos en conjunto. Específi camente, el Grupo Especial señaló lo siguiente:

 “(…) Con respecto al análisis de los precios, el párrafo 2 del artículo 3 
estipula que la autoridad investigadora debe tener en cuenta si las 
importaciones objeto de dumping han tenido uno de los tres posibles 
efectos siguientes en los precios de la rama de producción nacional: a) 
subvaloración signifi cativa de precios, b) reducción de precios en medida 
signifi cativa, o c) contención signifi cativa de la subida de los precios. A 
nuestro juicio, la obligación que impone a la autoridad investigadora el 
párrafo 2 del artículo 3 consiste en tener en cuenta si en una investigación 
determinada se da o no alguno de estos tres efectos en los precios. El 
párrafo no requiere, sin embargo, que se efectúe una determinación a ese 
respecto. Finalmente, cabe señalar que la última oración del párrafo 2 del 
artículo 3 señala que ninguno de estos tres factores de daño aisladamente 
ni varios de ellos juntos bastarán necesariamente para obtener una 
orientación decisiva. (…)”

1710377-1

SUPERINTENDENCIA NACIONAL

DE MIGRACIONES

Crean el Puesto de Control Fronterizo “Breu” 
en el distrito de Yurúa, provincia de Atalaya, 
Región Ucayali, a cargo de la Jefatura Zonal 
de Pucallpa

RESOLUCIÓN DE SUPERINTENDENCIA
N° 0000332-2018-MIGRACIONES 

 
Lima, 9 de noviembre de 2018
   
VISTOS, el Informe N° 000026-2018-GU/MIGRACIONES 

de fecha 09 de abril de 2018, de la Gerencia de Usuarios; el 
Informe N° 000084-2018-PM/MIGRACIONES de fecha 12 de 
junio de 2018, de la Gerencia de Política Migratoria; el Informe 
N° 000213-2018-PP/MIGRACIONES de fecha 21 de junio de 
2018, de la Ofi cina General de Planeamiento y Presupuesto; 
el Memorando N° 002929-2018-AF/MIGRACIONES y el 
Informe N° 000410-2018-LBC-AF/MIGRACIONES, ambos 
de fecha 16 de octubre de 2018, de la Ofi cina General de 
Administración y Finanzas; el Memorando N° 002101-2018-
TICE/MIGRACIONES de fecha 06 de noviembre de 2018, de 
la Ofi cina de Tecnologías de Información, Comunicaciones y 
Estadística; y, el Informe N° 000613-2018-AJ/MIGRACIONES 
de fecha de 07 de noviembre de 2018, de la Ofi cina General 
de Asesoría Jurídica;

CONSIDERANDO:

La Constitución Política del Perú señala en el numeral 
11 del artículo 2° que la Libertad de Tránsito es un derecho 
fundamental que corresponde tanto a nacionales como a 
extranjeros, de conformidad con la normativa nacional 
e internacional vigente, limitándose dicho derecho en 
atención a razones de índole sanitaria, judicial o que 
resulten por aplicación de la norma;

De acuerdo a ello, las entidades públicas 
competentes deben velar por que la Libertad de 
Tránsito sea ejercida sin transgredir la Seguridad 
Nacional, el Orden Interno, el Orden Público, la 
Seguridad Ciudadana y la Salud Pública, preservando 
el bienestar general que se fundamenta en la aplicación 
de la ley en un Estado democrático y soberano;

Mediante Decreto Legislativo N° 1130 se crea 
la Superintendencia Nacional de Migraciones - 
MIGRACIONES, como un organismo técnico especializado 
adscrito al Ministerio del Interior, con personería jurídica 
de derecho público interno, con autonomía administrativa, 
funcional y económica en el ejercicio de sus atribuciones, 
y cuya función es la de autorizar, denegar y controlar el 
ingreso, salida y permanencia legal de los extranjeros 
al país; participar en la política de Seguridad Nacional 
vinculada al Control Migratorio o Fronterizo del tránsito 
de personas; y, desarrollar las acciones de seguridad 
y control migratorio en zonas de frontera y en todo el 
territorio nacional, en el marco de sus competencias; 

Del mismo modo, el artículo 45° del Decreto Legislativo 
N° 1350, Decreto Legislativo de Migraciones, establece 
que toda persona nacional o extranjera, sea pasajero o 
tripulante, debe ingresar y salir del país a través de los 
puestos de control migratorio y/o fronterizo habilitados, 
con su documento de identidad o viaje correspondiente; 
para lo cual, la Superintendencia Nacional de Migraciones 
- MIGRACIONES habilita puestos de control migratorio 
y/o fronterizo de tal manera que garantice el registro de 
toda persona, nacional o extranjera, que ingrese o salga 
del país;

Dentro de este contexto y ante el incremento de 
actividades relacionadas con la minería ilegal, lavado de 
activos, extorsión con empleo de sicarios, tráfi co ilícito 
de migrantes, contrabando y comercialización ilícita 
de bienes del patrimonio cultural de la nación, trata de 
personas y, en general, del crimen organizado dentro 
del territorio nacional, amerita incrementar la capacidad 
operativa de las autoridades migratorias y reforzar el 
marco legal relacionado con la seguridad nacional y el 
orden interno;

Mediante Informe N° 000026-2018-GU/
MIGRACIONES, la Gerencia de Usuarios sustenta la 
creación del Puesto de Control Fronterizo “Breu”, a 
ubicarse en el distrito de Yurúa, provincia de Atalaya, 
Región de Ucayali; habiendo emitido opinión favorable 
sobre el particular la Gerencia de Política Migratoria y las 
Ofi cinas Generales de Planeamiento y Presupuesto; de 
Administración y Finanzas; y, de Asesoría Jurídica, a través 
de los Informes N° 000084-2018-PM/MIGRACIONES,
N° 000213-2018-PP/MIGRACIONES, N° 
000410-2018-LBC-AF/MIGRACIONES y
N° 000613-2018-AJ/MIGRACIONES, respectivamente; 
así como la Ofi cina General de Tecnologías de 
Información, Comunicaciones y Estadística, mediante el 
Memorando N° 002101-2018-TICE/MIGRACIONES;

En ese sentido, a fi n de fortalecer el control migratorio 
en la zona fronteriza con la República Federativa de 
Brasil, incrementar el turismo y reducir el fl ujo migratorio 
irregular, resulta necesario crear e implementar el Puesto 
de Control Fronterizo Breu, en el distrito de Yurúa, 
provincia de Atalaya, Región de Ucayali, el mismo que 
dependerá de la Jefatura Zonal de Pucallpa;

Estando a lo propuesto en los documentos de vistos 
y con la visación de la Gerencia General; las Gerencias 
de Usuarios y de Política Migratoria; y, las Ofi cinas 
Generales de Administración y Finanzas, de Planeamiento 
y Presupuesto, de Tecnologías de la Información, 
Comunicaciones y Estadística, y de Asesoría Jurídica; y,

De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 
Legislativo N° 1130, que crea la Superintendencia Nacional 
de Migraciones - MIGRACIONES y el Reglamento 
de Organización y Funciones de la Superintendencia 
Nacional de Migraciones - MIGRACIONES, aprobado por 
el Decreto Supremo N° 005-2013-IN;

SE RESUELVE:

Artículo 1°.- Crear el Puesto de Control Fronterizo 
“Breu”, en el distrito de Yurúa, provincia de Atalaya, Región 
de Ucayali, que estará a cargo de la Jefatura Zonal de 
Pucallpa de la Superintendencia Nacional de Migraciones 
- MIGRACIONES, por los fundamentos expuestos en la 
presente Resolución.

Artículo 2°.- La creación e implementación del Puesto 
de Control Fronterizo “Breu”, será fi nanciada con cargo a 
los recursos establecidos en el presupuesto institucional.

Artículo 3°.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución en el Diario Ofi cial El Peruano, así como 
encargar a la Ofi cina General de Tecnologías de la 
Información, Comunicaciones y Estadística su publicación 
en el Portal Institucional de la Superintendencia Nacional 
de Migraciones - MIGRACIONES (www.migraciones.gob.
pe).

 
Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRIEDA ROXANA DEL AGUILA TUESTA
Superintendente Nacional (e)
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